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ÎÎ En Argentina el desafío jurídico que 
plantean las fake news está en ciernes. 
Ocurre que todo posible intento de 
determinar el “pedigrí” de una infor-
mación con carácter previo a su difusión 
chocaría, en principio, con la interdicción 
de censura previa establecida en los 
art. 14 de la Constitución y 13.2 de la 
Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, que solamente admiten res-
ponsabilidades ulteriores que “deben 
estar expresamente fijadas por la ley y 
ser necesarias para asegurar: a) el respe-
to a los derechos o a la reputación de los 
demás, o b) la protección de la seguri-
dad nacional, el orden público o la salud 
o la moral públicas”.

I. Introducción

El neologismo fake news significa “simula-
cro de noticia”. Es decir que se utiliza la for-
ma de la noticia para engañar, un oxímoron 
como “falsa verdad”. Frente a ello, resulta un 
desafío identificar los cientos de casos posi-
bles: plataformas digitales construidas ex 
profeso, replicadores acríticos, redes sociales 
que brindan información a empresas, entre 
otras construcciones posibles, con una lógica 
mercantil incluso para los casos de manipula-
ción electoral.

Ya sea como noticias eminentemente fal-
sas, propagandas, teorías conspirativas o 
rumores, las fake news no son un fenómeno 
aislado de la realidad política y social, ni mu-
cho menos una externalidad de la tecnolo-
gía. Hoy, cuando hablamos de la relación de 
la gente con internet, tendemos a adoptar 
el lenguaje acrítico de la ciencia computa-
cional. Las fake news se describían como un 
virus entre usuarios expuestos a desinfor-

mación en línea. Aunque no se manifiestan 
de igual forma en todos los espacios: en Fa-
cebook se postean artículos, por ejemplo; 
WhatsApp y sus “memes” anónimos; o la 
selección a priori de a quién se sigue y se lee 
en Twitter (1).

Se sabe que es posible “comprar” contac-
tos con determinado perfil para el consumo 
de un producto, midiendo su impacto de 
venta, y también en este estado de cosas se 
ha vuelto posible hacerlo para promover o 
denostar a un candidato político con base 
en injurias y falsedades. A ello se refieren 
los affordances u ofrecimientos en tanto 
propiedades que surgen de la relación entre 
el objeto y la persona. Se trata de las po-
sibilidades de acción en determinado con-
texto, y se utiliza para hablar sobre cómo 
interactúan usuarios con objetos, ambien-
tes o tecnologías para lograr determinados 
resultados. Entonces, identificar los ofreci-
mientos de un objeto permite prever las for-
mas en que puede ser utilizado, y con qué 
fines. Por ejemplo, una escoba sirve para 
barrer pero también para golpear un obje-
to, como la naranja del árbol. En palabras 
de Latour, “cada producto (affordance) lleva 
consigo los guiones que inhiben o precluyen 
ciertas acciones mientras invitan o exigen 
otras” (2). Cuando esos objetos, ambientes 
o tecnologías permiten acciones sociales, se 
trata de un “ofrecimiento social”. Existen 
estudios acerca de cómo las redes sociales 
son usadas por las personas para organizar 
su vida privada, por los gobiernos para te-
ner un contacto directo con los ciudadanos 
o vigilarlos, por empresas para estimular 
el trabajo en equipo o por organizaciones 
políticas para promover la participación 
ciudadana.

Hablar de fake news remite entonces ne-
cesariamente a la forma indistinta en que se 
maneja una red cuando comparte —vende— 
información sobre los usuarios. Hoy en día 
el acceso a la mayoría de las páginas web es 
gratuito. El servicio que ofrecen no se paga 
con dinero, pero muchas de las compañías 
que las desarrollan obtienen algo muy valio-
so para posibles intereses comerciales: des-
de nuestros datos personales hasta nuestros 

gustos, pensamientos y deseos. Pero hay algo 
que se debería tener en cuenta, dice María Hi-
dalgo: “Si no estás pagando por algo, enton-
ces tú eres el producto que se vende” (3). La 
gratuidad de las redes sociales se comporta 
de esa forma: cada like va generando un per-
fil que está a la venta. Su regulación está en 
la agenda mundial a partir del escándalo de 
Cambridge Analytica (4).

Surge entonces un problema relevante para 
el abordaje jurídico y político: el de la libertad 
de prensa. Ello tiene que ver con cómo definir 
qué es legal o ilegal con respecto a la circu-
lación de información en las redes. Porque si 
fake news pasa a ser el “alias” de todo aquello 
que no es aceptado por el poder, entonces nos 
quedamos sin una herramienta fundamen-
tal —la buena información— para el contra-
lor del poder absoluto, aquel que en la novela 
de Orwell, 1984, decretaba que no iba a llover, 
aunque cayera agua del cielo (5). Separar la 
información fiable de la propaganda dañina 
es siempre necesario y durante las campañas 
electorales es, además, una prioridad. Las au-
toridades deben velar para que los engaños 
no interfieran en el debate público. Hace falta 
un compromiso comunitario para combatir la 
creciente oleada de noticias espurias, y es pre-
ciso también que las grandes empresas tecno-
lógicas, desde Google hasta Twitter, colabo-
ren para cortar la viralización de la mentira.

Quienes producen esta información son em-
presas trasnacionales, por lo que el problema 
tiene que ser pensado desde su propia lógica, 
virtual y transnacional. Esto se ha visibilizado 
en la reciente Media Party, a través de organi-
zaciones como “Verificado”, que surgió como 
una agencia para detectar noticias falsas en 
las campañas políticas. Alba Mora Roca ex-
plica: “Las mentiras viajan mucho más rá-
pido que la verdad, esto siempre ha sido así. 
No es nuevo. Las noticias falsas se remontan 
a tiempos bíblicos, y hoy lo que ha cambiado 
es la forma en cómo se generan, distribuyen 
y gestionan. Pero no todo está perdido. Cada 
vez hay más conciencia acerca de esto, y Ve-
rificado 2018 fue un esfuerzo en este sentido. 
La lucha contra la desinformación requiere 
de la educación y de la participación activa de 
la comunidad” (6).

También dice Mora Roca que los “memes” 
no son tan inocentes como parecen. Extre-
madamente compartibles y virales, son un 
formato que funciona muy bien en el actual 
ecosistema mediático. Es decir que las fake 
news no son un tema que se circunscriba a las 
redes sociales, sino también a la viralización 
en general.

La idea de “meme” remonta a la biología, a 
ciertos rasgos que se repiten a través de dis-
tintos organismos, se transmiten de un indivi-
duo a otro, de una mente a otra o de una gene-
ración a la siguiente. El término fue acuñado 
por Richard Dawkins en “El gen egoísta” (The 
Selfish Gene), por la semejanza fonética con 
gene y para señalar la similitud con memoria 
y mimesis. “Meme” se aplica a la teoría de la 
difusión cultural: hay prácticas que se expan-
den en diversos formatos sociales. Por dar un 
ejemplo, la forma de comida de los fast food es 
un “meme” que se expande en desmedro de la 
diversidad culinaria local.

Por analogía con los cromosomas que se 
agrupan, se considera que los “memes” tam-
bién se agrupan en dimensiones culturales, 
que incrementan nuevas construcciones so-
ciales. La gran diferencia es que, mientras los 
cromosomas son unidades naturales indepen-
dientes de nuestras acciones, las dimensiones 
culturales no. El “meme” político es una de-
nuncia viral, que se propaga ciegamente, que 
quiere sancionar una conducta, a través del 
sarcasmo, la ironía o la sátira.

Los gobiernos han comprendido la impor-
tancia política de las redes sociales, pero el 
problema es que en este formato no importa 
la verdad, solo el impacto, la risa o la cruel-
dad de la imagen. Además cabe destacar 
que al “meme” no se le puede contestar: se 
lo comparte o no. El inconveniente que sur-
ge entonces es que se erija en el paradigma 
de relación social: efectismo y superficiali-
dad, o sea, una forma acrítica de relación 
con la información, a la vez que un encap-
sulamiento social donde no ingresa el pen-
samiento crítico. Al punto que los perfiles 
muestran que las “amistades” que se gene-
ran tienden a ser colectividades que se dan 
la razón los unos a los otros. Un antecedente 
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claro y anecdótico fue aquella vieja trampa 
que, dicen, le hacían a Yrigoyen al construir 
un diario especial para él. Durante el segun-
do mandato del expresidente radical Hipóli-
to Yrigoyen (1928-1930), se habría creado un 
diario ficticio para que pudiera leer aquellas 
“buenas noticias” redactadas por su entor-
no (7). Aquella información que se le propor-
cionaba no correspondía a la realidad, se le 
contaba solo lo bueno mientras se gestaba 
el golpe militar a su gobierno. Hoy las redes 
muestran que nosotros mismos nos arma-
mos el edificio no solo de la posverdad, sino 
también de la posmentira.

II. Regulación de las fake news

En la Argentina, el desafío jurídico que 
plantean las fake news está en ciernes. Ocu-
rre que todo posible intento de determinar 
el “pedigrí” de una información con carácter 
previo a su difusión chocaría, en principio, 
con la interdicción de censura previa esta-
blecida en los art. 14 CN y 13.2 de la CADH, 
que solamente admiten responsabilidades ul-
teriores que “deben estar expresamente fija-
das por la ley y ser necesarias para asegurar: 
a) el respeto a los derechos o a la reputación 
de los demás, o b) la protección de la segu-
ridad nacional, el orden público o la salud o 
la moral públicas”. Es decir, el principio de 
la libertad de expresión, reforzado a partir 
de la reforma constitucional de 1994, surge 
como primer aspecto a tener en cuenta en 
esta cuestión.

Las fake news existieron siempre; la dife-
rencia radica en que lo que antes se presen-
taba “de manera pasiva ante el lector hoy se 
da en el proceso inverso” ya que esa informa-
ción falsa “penetra directamente y sin aviso 
en los dispositivos móviles de cada persona 
y nos expone a la circulación de información 
errónea”, es decir, “se modificó la infraes-
tructura por donde fluye la información y su 
direccionalidad” (8).

Se plantea así la necesidad de llevar ade-
lante la discusión que se está dando en todo 
el mundo y que “a diferencia de lo que mu-
chos puedan imaginar, no apunta a cercenar 
la libertad de expresión, sino todo lo contra-
rio: generar condiciones óptimas y dotar de 
herramientas a todos los ciudadanos para 
que estén preparados para los tiempos mo-
dernos” (9).

En un encuentro de la Asociación de 
Entidades Periodísticas Argentinas (ADE-
PA) el día 28 de junio de 2018, se abordó 
el “tema difícil, amplio, complejo, que está 
instalado a nivel global (...) denominado 
fake news o falsas noticias”. Sin poner en 
duda el “principio de la libertad de expre-

sión, (…), [que] forma parte de nuestra 
cultura occidental (…) [y es] defendido por 
nuestros tribunales”, se advirtió que lo que 
está en juego hoy es “la credibilidad de la li-
bertad de expresión” debido al “surgimien-
to de una nueva tecnología (...) expresada a 
través de las redes sociales” que originaria-
mente “fue pensada como un gran ámbito 
también de la libertad de expresión” donde 
no cabía ninguna limitación y donde todo 
era posible porque era un ámbito que no te-
nía regulaciones, allí hoy “también suceden 
otras cosas y se han generado movimientos 
dentro de la red que pueden condicionar 
la libertad de expresión dentro de la red. 
Entonces ahora lo que se plantea es un pro-
blema regulatorio dentro de la red, dentro 
de la nueva tecnología. Porque lo que se ha 
comprobado es que no todos los que están 
dentro de la red tienen el mismo nivel de 
expresión” (10).

Quedó en claro que el problema está cen-
trado en la capacidad que tienen distintas 
empresas de monopolizar, condicionar, guiar 
o controlar dentro de internet. Entonces, la 
mayoría de las legislaciones que han estudia-
do el tema y de los autores que lo están desa-
rrollando se enfocan en este problema.

En el derecho comparado hubo intentos 
para enfrentar este problema por ejemplo 
en el electoral (situación ocurrida en Esta-
dos Unidos, en el Brexit, en México) donde 
es posible, a través de informaciones falsas 
en internet, condicionar la voluntad de la ciu-
dadanía al momento de votar. Otro ámbito de 
incidencia que está en riesgo con motivo de 
las falsas noticias es la vida privada.

Una posibilidad es la sanción penal, cuyo 
ejemplo fue la controvertida legislación de 
Malasia impulsada en marzo de 2018 por el 
anterior primer ministro Najib Razak, que 
tuvo una efímera vigencia. Basaba la san-
ción en una definición de noticia falsa: “Toda 
persona que por cualquier medio a sabien-
das cree, brinde, publique, imprima, dis-
tribuye, haga circular, o difunda cualquier 
noticia falsa o publicación que contenga no-
ticias falsas comete un delito y será penado 
con una multa”. Esa multa o prisión pueden 
ser 130.000 dólares o la prisión de hasta seis 
años. Y la noticia falsa era definida de un 
modo muy extenso, muy amplio. Abarcaba 
“cualquier noticia, información, dato e infor-
me que sea íntegra o parcialmente falsa, sea 
bajo la forma de artículos, material visual o 
grabaciones de audio, o cualquier otro for-
mato que pueda sugerir palabras o ideas”. 
En mayo de 2018 el nuevo primer ministro 
Mahathir Mohamad promovió la derogación 
de la cuestionada ley, tal como había prome-
tido en su campaña electoral (11).

Por otro lado, hasta marzo de 2018 habían 
sido aprobadas leyes más o menos restricti-
vas en países como Alemania, Canadá o In-
dia (12).

En Alemania entró en vigencia el prime-
ro de enero de 2018 la ley conocida como 
“NetzDG” (por su abreviatura en alemán) 
que obliga a las redes sociales a eliminar el 
contenido falso y de odio de sus plataformas 
o enfrentarse a pagar cuantiosas multas  (13). 
A diferencia de la legislación de Malasia que 
era represiva, “la ley alemana tiene otra 
perspectiva que es preventiva” y está apunta 
a quienes tienen capacidad de generar falsas 
noticias”. Esta ley “se aplicará a los provee-
dores de servicios de telemedios que con fin 
de lucro administren plataformas de internet 
destinadas a producir que los usuarios com-
partan cualquier contenido con otros usua-
rios o pongan dicho contenido a disposición 
del público”. Es decir, se enfoca claramente 
en los distribuidores, por darle un nombre, y 
dice: “Las plataformas que ofrecen contenido 
periodístico o editorial, cuyo responsable es 
el propio productor de servicio no constitu-
yen redes sociales”. Así, según esta ley, la pá-
gina web de un diario no puede generar fake 
news y queda fuera de la regulación. Se pro-
tege así a la libertad de prensa. La ley obli-
ga a las redes sociales a borrar en 24 horas 
los contenidos que presuntamente incurran 
en delitos de injurias, amenazas, incitación a 
cometer delitos o actos de violencia, delitos 
de odio y pornografía infantil, y en siete días 
otros mensajes considerados contrarios a la 
ley (14). “En menos de 30 días, la aplicación 
de este texto ya ha comportado que Twitter 
suprima mensajes xenófobos de dirigentes 
de Alternativa para Alemania (AfD), una cir-
cunstancia que ha sido utilizada para favore-
cer la victimización de este partido ultrade-
rechista, que ha acusado el Ejecutivo alemán 
de utilizar ‘métodos de la Stasi’, la policía po-
lítica de la antigua Alemania del Este. Pero, 
además, ha permitido que se eliminen tuits 
de la revista satírica Titanic, que parodiaban 
las declaraciones de dirigentes de AfD. Inclu-
so el ministro de Justicia, el socialdemócra-
ta Heiko Maas —el impulsor de la ley—, ha 
visto cómo suprimían, sin explicación, un tuit 
suyo del 2010 en el que calificaba de ‘idiota’ 
al ensayista Thilo Sarrazin, autor de un pan-
fleto en contra de la inmigración musulmana. 
Todo esto ha hecho que cada vez más voces 
pidan la derogación de este texto. ‘Nuestros 
temores ya presentes durante el proceso le-
gislativo se han confirmado. La ley NetzDG 
viola la fundamental libertad de expresión’, 
ha asegurado Frank Uberall, el presidente de 
la asociación alemana de periodistas” (15).

En Francia el presidente Emmanuel Ma-
cron anunció el pasado 3 de enero la apro-

bación de una nueva ley para prohibir la 
publicación de noticias falsas durante los pe-
riodos electorales. “Existe una propaganda 
articulada con miles de cuentas en las redes 
sociales, que en un instante propagan por 
todo el mundo, en todos los idiomas, menti-
ras inventadas para ensuciar a un dirigente 
político”, aseguró Macron a principios de 
enero durante el tradicional discurso de los 
“deseos para la prensa”. El joven dirigente, 
de 40 años, pretende llevar a cabo una gue-
rra relámpago contra las fake news. Según 
su proyecto de ley, que estará listo durante 
el primer trimestre de este año, la justicia 
podrá adoptar durante los periodos electora-
les medidas provisionales que permitirán in-
cluso “bloquear el acceso a una página web” 
que haya difundido supuestas noticias falsas. 
Macron también exigirá a los gigantes de in-
ternet “una mayor transparencia respecto a 
los contenidos patrocinados” (16).

Señala Bonet que “la voluntad de actuar de 
las autoridades en contra de las fake news tam-
bién ha llegado a España. Por ejemplo, la nueva 
presidenta de la Fiscalía Provincial de Barcelo-
na, Concepción Talón, ya ha defendido la nece-
sidad de combatir ‘la desinformación’ relativa 
al Procés desde el Ministerio Público, según 
una información revelada por eldiario.es. Para 
‘revertir la desinformación’, propone que un 
funcionario vigile lo que se dice de la Fiscalía en 
las redes sociales, para que luego un portavoz 
haga llegar sus quejas por escrito a los medios 
de comunicación. Es solo un ejemplo más de la 
obsesión por las noticias falsas que planea en-
tre los gobiernos europeos”  (17).

III. La apuesta por la autorregulación

Sin embargo, la Comisión Europea al pre-
sentar en abril de 2018 sus primeras medidas 
para combatir las fake news rechazó discu-
tir propuestas legislativas en esta materia y 
apostó por la autorregulación “como la mejor 
medicina contra las campañas de desinfor-
mación” y en tal sentido propuso la creación 
de un Código de Prácticas sobre Desinforma-
ción. A juicio de la Comisión “la autorregu-
lación se considera la forma más adecuada 
para que las plataformas en línea imple-
menten acciones rápidas para abordar este 
problema, en comparación con un enfoque 
regulatorio que tomaría mucho tiempo para 
prepararse e implementarse y que podría no 
abarcar a todos los actores”  (18).

La propuesta de la Comisión Europea fue 
aceptada por las grandes plataformas online, 
las que crearon un Código de buenas prácti-
cas para luchar contra la desinformación en 
la Red, respondiendo así de manera satisfac-
toria a los requerimientos europeos de vigilar 
lo que ocurre en ellas (19).
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En un comunicado emitido el 26 de sep-
tiembre de 2018, Mariya Gabriel, comisaria 
de Economía Digital Europea, informó que 
Facebook, Google, Twitter y Mozilla res-
pondieron con una amplia serie de medidas 
para atajar los problemas a los que se en-
frentan las conversaciones y acciones del 
panorama virtual (20). Gabriel, en el comu-
nicado 18/5914, sostuvo que “La industria se 
está comprometiendo con una amplia gama 
de acciones, desde la transparencia en la pu-
blicidad política hasta el cierre de cuentas 
falsas y la desmonetización de los proveedo-
res de desinformación, y celebramos esto. 
Estas acciones deberían contribuir a una 
reducción rápida y cuantificable de la desin-
formación en línea. Con este fin, la Comisión 
prestará especial atención a su aplicación 
efectiva” (21).

Entre otras medidas, el Código de Prác-
ticas sobre Desinformación prevé: a) inte-
rrupción de los ingresos por publicidad de 
ciertas cuentas y sitios web que difundan 
desinformación con el objetivo de asfixiar 
económicamente las páginas que difundan 
noticias falsas; b) hacer que la publicidad 
política y la publicidad basada en temas 
sean más transparentes; c) abordar el 
problema de las cuentas falsas y los robots 
en línea; d) empoderar a los consumidores 

para que informen sobre la desinforma-
ción y accedan a diferentes fuentes de 
noticias, al tiempo que mejoran visibilidad 
y la posibilidad de encontrar contenido 
autorizado; e) empoderar a la comunidad 
de investigadores para supervisar la des-
información en línea a través de un acceso 
compatible con la privacidad de los datos 
de las plataformas (22).

Más allá de las buenas intenciones que 
pueden abrigar los defensores de las regu-
laciones jurídicas de las fake news, no cabe 
perder de vista que “Claire Wardle y Hos-
sein Derakhshan publicaron en septiembre 
de 2017 un informe bajo el título ‘Informa-
tion Disorder Toward an interdisciplinary 
framework for research and policymaking’ 
en el que señalaban: ‘Nos abstenemos de 
utilizar el término ‘noticias falsas’, por dos 
razones. En primer lugar, lamentablemente 
es inadecuado para describir el complejo 
fenómeno de la contaminación de la infor-
mación. El término también ha comenzado 
a ser apropiado por los políticos de todo el 
mundo para describir a las organizaciones 
de noticias cuya cobertura encuentran des-
agradable. De esta manera, se está convir-
tiendo en el mecanismo por el cual los po-
derosos pueden atacar, restringir, socavar y 
burlar la prensa libre” (23).

A fines del siglo XX hemos caído en una 
obsesión con una noción de Verdad, que, 
como dice el poeta modernista Wallace 
Stevens en “El noble jinete”, obtura el pro-
greso e impide otras perspectivas, aquella 
que calla otras voces: las voces contrahe-
gemónicas, instituyentes. Sin embargo, la 
crítica a “la Verdad” ha creado un nuevo 
monstruo: el relativismo, que ha ido dema-
siado lejos en defensa de la imaginación o 
más bien ha devenido en una falsa idea de 
que la verdad es todo lo que circula, que 
la verdad es lo que queremos creer que es 
cierto, lo que nos conviene o lo que les con-
viene que creamos. Este juego de palabras 
es un círculo que solo se rompe si reflexio-
namos y tenemos instituciones que tengan 
el prestigio suficiente para que podamos 
discutir críticamente lo que nos presentan 
los medios.

Richard Rorty señala que si cuidamos la 
libertad, la verdad se cuida a sí misma. No 
está señalando que debemos tener en cuen-
ta la libertad por encima de la verdad, sino 
que la libertad es el requisito, la condición 
necesaria de la verdad. El desafío para la 
sociedad es crear mecanismos de autocon-
trol de las noticias falsas que circulan en 
los medios y redes sociales. Ello implica la 
participación de la comunidad. Para el Po-

der Judicial se trata de garantizar la liber-
tad de expresión, potenciar las voces plu-
rales y críticas, al tiempo que buscar meca-
nismos precautorios frente a las fake news, 
porque asumen un formato de información 
que deviene en el control del pensamiento 
y la voluntad. La dicotomía no es libertad o 
verdad. Al fin y al cabo es libertad o libertad, 
sin desvíos, sin atenuantes.
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NOTA A FALLO

Procesos colectivos
Cuestionamiento de los nuevos cuadros ta-
rifarios del servicio de gas. Competencia. 
Principio de prevención.

Hechos: El Estado Nacional formuló un 
planteo de inhibitoria ante el fuero Conten-
cioso Administrativo Federal con la fina-
lidad de que declare su competencia para 
tramitar y resolver una acción de amparo 

colectivo que había sido formulada ante los 
tribunales federales con jurisdicción en otra 
localidad, en procura de declarar la nuli-
dad de las resoluciones que habían aproba-
do el nuevo cuadro tarifario del servicio pú-
blico de gas. La Cámara rechazó el pedido.

	 El planteo de inhibitoria formulado por el 
Estado Nacional ante el fuero contencio-
so administrativo federal debe ser deses-
timado, ya que si bien se pretende la revi-
sión de actos administrativos adoptados 

por autoridades nacionales, lo cierto es 
que el proceso colectivo que cuestiona la 
aplicabilidad de los nuevos cuadros tari-
farios del servicio de gas ha quedado inte-
grado por usuarios de todo el país y, como 
tal, autoriza a tener por competente al 
juzgado federal que previno —e inscribió 
la acción en el Registro Público de Proce-
sos Colectivos—, en consonancia con las 
Acordadas de la CSJN 32/14 y 12/16 y a 
fin de evitar las graves consecuencias de 
la superposición de procesos.

121.871 —  CNFed. Contenciosoadminis-
trativo, sala I, 21/02/2019. - Estado Nacio-
nal - Ministerio de Energía y Minería s/ 
inhibitoria.

[Cita on line: AR/JUR/178/2019]

[El fallo in extenso puede consultarse en el 
Diario LA LEY del 07/05/2019, p. 9, Atención 
al Cliente, http://informaciónlegal.com.ar o 
en Proview]

I. El caso: las tarifas en crisis

Con fecha 21 de febrero de 2019, la sala I 
de la Cámara Contencioso Administrativo 
Federal (la “sala I”), declaró la competen-
cia del Juzgado Federal de Junín (el “JFJ”) 
para entender en la causa “Dirección de 

Der. Humanos y Def. al Consum. de la Mu-
nicipalidad de L. N. Alem y otros c. Estado 
Nacional (Ministerio de Energía y Minería) 
y otro s/amparo colectivo” (el “amparo 
colectivo”), así como en todas las demás 
causas vinculadas o acumuladas a ella (el 
“fallo”).

El amparo colectivo promovido ante los tri-
bunales federales con jurisdicción en Junín, 
provincia de Buenos Aires (el “CFed. Junín”) 
tiene por objeto que se decrete:

i) la nulidad de la resolución 74/E-2017, Mi-
nisterio de Energía y Minería (“MINEM”), 
mediante la cual se determinaron los nuevos 
precios en el Punto de Ingreso al Sistema de 
Transporte (el “PIST”) para el gas natural;

ii) la nulidad de las resoluciones 4356/2017 
ENARGAS (mod. por res. 4369/2017), 
4357/2018, 4361/2017 (mod. por res. 4377/2017) 
y 4358/2017, mediante las cuales se aprobaron 
inter alia los estudios técnicos económicos y los 

cuadros tarifarios de distribución que surgen 
de la revisión tarifaria integral (la “RTI”);

iii) la inconstitucionalidad del art. 83 de la 
ley 24.076  (1) (la “Ley de Gas”) (y su dec. regl. 
2731/1993) (2), el cual establece como pautas 
orientativas para el marco regulatorio de la 
industria gasífera la desregularización del 
precio del gas natural en el PIST y su fijación 
mediante el libre juego de la oferta y la de-
manda; y

iv) la inconstitucionalidad de la 
ley 26.854 (3) sobre medidas cautelares en las 
causas en las que es parte o interviene el Es-
tado Nacional (el “EN”).

Tarifas de gas
Competencia local e incertidumbre sobre el fondo
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Por su parte, el caso que origina el fallo de la 
sala I, se da en el marco de una acción de inhibi-
toria (la “acción de inhibitoria”) interpuesta por 
el EN a fin de que se declare la competencia del 
fuero contencioso administrativo federal de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires (el “CFed. 
CABA”) para tramitar y resolver el amparo co-
lectivo promovido ante el CFed. Junín.

En otras palabras, las tarifas del gas, y su lar-
go recorrido, están en crisis, pero la inhibitoria 
del EN aletargó en el tiempo su análisis judicial.

II. El Estado Nacional no quiere litigar en el interior

El EN sostiene que el amparo colectivo 
debe tramitar ante el Fuero Contencioso 
Adm. Federal de la Ciudad de Bs. As., por 
cuanto todo lo atinente a la revisión en sede 
contenciosa de actos administrativos adopta-
dos por autoridades nacionales debe tramitar 
ante los tribunales del lugar de la autoridad 
que emanan, tal como lo estableció la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación (la “CS”) 
en el caso “Unión Obrera Metalúrgica” (4).

Asimismo, el EN señaló que compete a los 
tribunales requeridos juzgar la procedencia de 
su intervención con arreglo a las normas sobre 
competencia por razón de la materia o lugar, 
en especial en casos como el del amparo colec-
tivo, para aventar la posibilidad de que se dic-
ten pronunciamientos contradictorios sobre el 
mismo punto.

Teniendo en cuenta que tanto el entonces 
MINEM como el ENARGAS son organismos 
nacionales con sede en CABA, el demandado 
solicita al JFJ que remita el amparo colectivo 
al CFed. CABA.

También puede leerse de toda esta argumen-
tación que el accionado no quiere litigar en el 
interior. Cada uno podrá sacar sus conclusio-
nes, pero ese temor ha sido en muchos casos 
fundado.

III. Curioso itinerario de la causa

Sorteada la acción de inhibitoria en el Juzga-
do Nº 8 del CFed. Cont. Adm. CABA, la jueza 
titular de dicho juzgado acogió los argumentos 
del EN, se declaró competente para entender 
en el amparo colectivo y solicitó al Juzgado Fe-
deral de Junín (JFed. Junín) por intermedio de 
exhorto que le remitiera dicha causa.

Al hallarse configurado un conflicto positivo 
de competencia, el JFed. Junín remitió (i) el ex-
horto relativo a la acción de inhibitoria y (ii) el 
amparo colectivo a la Cámara Federal de Apela-
ciones de La Plata (la “CFed. La Plata”) por ser 
este el tribunal superior del juez que previno.

La CFed. La Plata, por su parte, remitió la 
causa a la Corte Suprema por aplicación del 
dec.-ley 1285/1958 (5), cuyo art. 24, inc. 7º esta-
blece que la Corte conocerá “de las cuestiones 
de competencia y los conflictos que en juicio 

se planteen entre jueces y tribunales del país 
que no tengan un órgano superior jerárquico 
común que deba resolverlos, salvo que dichas 
cuestiones o conflictos se planteen entre jueces 
nacionales de primera instancia, en cuyo caso 
serán resueltos por la cámara de que dependa 
el juez que primero hubiese conocido. Decidirá, 
asimismo, sobre el juez competente cuando su 
intervención sea indispensable para evitar una 
efectiva privación de justicia”.

Esa regla legal no parece que haya sido cum-
plida en este caso.

La Corte Suprema tomó intervención y dis-
puso remitir la causa a la CFed. Const. Adm. 
CABA con fundamento en la doctrina del pre-
cedente “Costa” en la cual se estableció la com-
petencia del CFed. Const. Adm. CABA en un 
caso de conflicto de competencia negativa (6).

IV. El holding  de la sala I: el Estado Nacional debe 
litigar en el interior

Sorteada la causa en la CFed. Cont. Adm. 
CABA y emitido el dictamen del fiscal, con fecha 
21/2/2019, la sala I dictó el fallo rechazando la ac-
ción de inhibitoria y declarando la competencia 
del JFJ para entender en el amparo colectivo.

Para así decidir, la sala I sostuvo que:

i) El lugar de emisión de los actos no resulta 
un elemento que pueda definir la competencia 
en razón del territorio, pues tratándose de una 
demanda que involucra la tarifa aplicable a un 
servicio público domiciliario, cobran relevancia 
(i) el lugar en que el acto “tuviere o pudiere te-
ner efecto”, conforme al art. 4º de la ley 16.986, 
y (ii) el lugar en que deba cumplirse la obliga-
ción, acorde la regla establecida en el art.  5º, 
inc. 3º del Cód. Proc. Civ. y Com. para las accio-
nes personales.

ii) Cabe atender al lugar en el que el acto 
cuestionado produce sus efectos, puesto que 
de lo contrario, por un lado se vaciaría de 
contenido a la jurisdicción de los tribunales 
federales con asiento en las provincias y, por 
otro lado, se obligaría irrazonablemente a los 
demandantes a litigar de manera exclusiva en 
CABA por la mera circunstancia de que las 
máximas autoridades de la Nación están radi-
cadas en dicha ciudad.

iii) Dada la inexistencia de regulación en ma-
teria de procesos colectivos como es el caso de 
marras, deben seguirse los lineamientos esta-
blecidos en las acordadas 32/2014 y 12/2016 de 
la Corte, especialmente en lo atinente al prin-
cipio de prevención para definir el magistrado 
que debe intervenir en todas las acciones colec-
tivas en las que se ventilen pretensiones sobre 
un bien jurídico con sustancial semejanza, a los 
efectos de evitar sentencias contradictorias.

iv) En materia de procesos colectivos rige el 
principio de prevención que tiene en cuenta la 
fecha de inscripción en el Registro de Procesos 

Colectivos (el “RPC”) para determinar a qué 
tribunal le compete entender.

v) Toda vez que el JFJ inscribió el amparo 
colectivo en el RPC en primer lugar, y toda 
vez que en la jurisdicción de dicho juzgado 
tienen domicilio una parte de los usuarios 
que integran el colectivo actor y cuenta con 
competencia, cabe estar a ese hito para fijar 
la competencia del JFJ.

vi) Cabe resaltar que la CFed. Const. Adm. 
CABA no tuvo muy en cuenta lo resuelto por 
la CS en el fallo citado por el EN (7). Más allá de 
los fundamentos de ese fallo de Corte, creemos 
que la Cámara podría haberse extendido con 
mayor precisión en las razones por las cuales 
ese fallo no se aplica al caso. Es que pareciera 
haber una contradicción inicial entre ese fallo y 
las acordadas que rigen los procesos colectivos, 
frente a lo cual cabría una interpretación armó-
nica. La Cámara no lo hizo, y optó por soslayar 
la relevancia del citado fallo.

V. Conclusiones: gran expectativa

El fallo emitido por la sala I se enmarca en 
el contexto de un camino gradual tendiente a 
la normalización de las tarifas de gas natural 
que se encontraban fuertemente atrasadas, las 
cuales:

i) estaban en clara contradicción con los 
principios rectores para la industria gasífera 
establecidos en la Ley de Gas, que asegura la 
libre disponibilidad del fluido y la concreción de 
transacciones sobre la base de la autonomía de 
la voluntad, mediante el libre juego de la oferta 
y la demanda en boca de pozo;

ii) modificaron sensiblemente los términos y 
condiciones de los contratos para el transporte 
y la distribución de gas natural.

En particular, a partir del dictado de la 
ley 25.561 (la “Ley de Emergencia Pública”) (y 
sus sucesivas prórrogas) se estableció inter alia 
la pesificación arancelaria y se instauró un sis-
tema de subsidios cruzados de varios billones de 
dólares, de la producción nacional de hidrocar-
buros y subproductos en favor de la demanda 
interna (residencial, industrial y de generación).

Si bien a corto plazo hubo quienes sostuvie-
ron que tales subsidios sirvieron como motor de 
la recuperación económica después de la crisis 
de 2002, indudablemente su prolongación en el 
tiempo causó graves daños a la sustentabilidad 
del suministro interno de gas natural y a la eco-
nomía argentina en general.

Para sostener el abastecimiento de la de-
manda beneficiada por los mencionados subsi-
dios cruzados, desde 2004 el gobierno argenti-
no emitió varias regulaciones relativas a la in-
dustria hidrocarburífera y creó un régimen de 
emergencia fundado en la Ley de Emergencia 
Pública que se encontraba en clara contradic-
ción con muchos de los principios establecidos 

por la Ley del Gas (el “Régimen de Emergen-
cia”). De este modo, el gobierno argentino in-
tervino en los precios del gas natural y creó 
un régimen transitorio de prioridades de des-
pacho entre los diferentes segmentos de la de-
manda que incrementó el escenario de escasez, 
lo que provocó una “descontractualización” 
masiva de las operaciones de suministro de gas 
natural a mediano y largo plazo.

A partir del 31 de diciembre de 2017, la Ley 
de Emergencia Pública ha perdido vigencia. 
Por lo tanto, todo el Régimen de Emergencia 
integrado por la regulación de hidrocarburos 
relacionada con la Ley de Emergencia Pú-
blica también ha dejado de tener efecto (8). 
Sin embargo, parece necesario implementar 
ciertos lineamientos adicionales para llegar 
a una completa “re-contractualización” y ese 
camino comienza por un esquema tarifario 
previsible, sustentable y con cierto grado de 
consenso social.

Es por ello que en este nuevo contexto de la 
industria gasífera es menester recordar algu-
nas cuestiones fundamentales establecidas en 
la Ley de Gas que podrían ser fundamentales 
a la hora de comprender el reclamo relativo al 
amparo colectivo. Entre ellas, podemos men-
cionar que:

— la industria gasífera se divide en tres seg-
mentos, a saber: producción, transporte y dis-
tribución;

— la Ley de Gas dispone que los precios de 
gas natural en el segmento de la producción 
pueden fijarse por el libre juego de la oferta y la 
demanda. Es así que no se prevé la exigencia de 
realizar audiencias públicas a los efectos de la 
fijación del precio del gas natural en el PIST. Al 
contrario, los precios deberían poder pactarse 
libremente;

— la Ley de Gas dispone tarifas para los seg-
mentos de transporte y distribución, las cuales 
deben posibilitar una razonable rentabilidad a 
aquellas empresas concesionarias que operen 
con eficiencia;

— el mecanismo de la audiencia pública 
está diseñado para actividades calificadas le-
galmente como “servicios públicos” y siempre 
que aquella audiencia estuviere prevista en el 
marco regulatorio, lo que en el caso ocurre so-
lamente cuando se trata de la RTI.

Por lo expuesto, nos genera expectativa la 
decisión que tome el JFJ sobre el planteo de 
fondo incoado en el marco del amparo colecti-
vo entendiendo que el fallo es conteste y guarda 
relación con lo sostenido en materia de compe-
tencia por otros tribunales federales en casos 
similares relativos a la política de normaliza-
ción de tarifas implementada por el Gobierno 
Nacional desde el año 2016.
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Nulidad de testamento 
por acto público
Falta de discernimiento del testador. Re-
curso de inaplicabilidad de ley. Revoca-
ción de sentencia. Carga de la prueba so-
bre la falta de raciocinio. Disidencia.

Hechos: El Superior Tribunal de Justicia 
de la Provincia de Entre Ríos, por mayoría, 

revocó una sentencia que había declarado la 
nulidad de un testamento otorgado por acto 
público con fundamento en la falta de discer-
nimiento del testador.

1. -	 La sentencia que declaró la nulidad de 
un testamento otorgado por acto públi-
co por la falta de discernimiento del tes-
tador debe revocarse, en tanto la prue-
ba sobre la falta de raciocinio debe ser 
categórica, decisiva y contundente para 
despejar toda duda, ya que solo si hay 

demostración suficiente de ese extre-
mo, puede consagrarse una excepción 
a la regla general que aprecia sana de 
espíritu a la persona.

2. -	 Las alegaciones sobre la privación de la 
razón del testador al momento de tes-
tar introducidas por quien solicita la 
nulidad conllevan la carga —para esa 
parte— de acreditar tal extremo con 
prueba decisiva y fehaciente, debiendo 
generar en el juzgador la certeza relati-

va al quiebre de aquella presunción le-
gal acerca de la salud mental de aquel al 
tiempo de otorgar el acto jurídico de que 
se trata (del voto del Dr. Castrillon).

3. -	 El recurso de inaplicabilidad de ley in-
terpuesto contra la sentencia que con-
firmó la nulidad de un testamento otor-
gado por acto público con fundamento 
en la falta de discernimiento del testa-
dor debe rechazarse, en tanto la discre-
pancia con la decisión no es base idónea 

{ NOTAS } 

 (4) Fallos 315:1738. 
 (5) AR/LEGI/5F19.

 (6) “Costa, Matías H. c. Registro Automotor Nº 46 
(Sra. Norma F. de López) s/diligencia preliminar”, 

sent. del 2/6/2015, AR/JUR/20309/2015.
 (7) Fallos 315:1738, AR/JUR/2858/1992.

 (8) Ver res. SE 265/2004, 752/2005, 599/2007 y 
ENARGAS 1410/2010, recientemente derogadas.



Martes 14 de mayo de 2019 | 5  

de agravios ni configura las infraccio-
nes denunciadas en la no replicada que-
rella (del voto en disidencia del Dr. Car-
bonell).

121.872 — ST Entre Ríos, sala II civil y 
com., 26/03/2019. - U. C., Y. C. y otra c. C., 
G. A. y otra s/ Ordinario acción de nulidad.

[Cita on line: AR/JUR/3112/2019]

LL COSTAS

Se imponen a la vencida.

Paraná, marzo 26 de 2019.

¿Qué corresponde resolver respecto del re-
curso de inaplicabilidad de ley interpuesto?

A la cuestión planteada el doctor Carbo-
nell dijo:

I. La parte demandada deduce recurso de 
inaplicabilidad —fs. 727/774 vta.— contra 
la sentencia dictada por la Sala Segunda de 
la Cámara Civil y Comercial de Apelaciones 
de Concordia obrante a fs. 705/718 vta., que 
desestima el recurso de apelación por ella 
articulado y, en consecuencia, confirma el 
pronunciamiento de primera instancia.

Para así resolver, el tribunal —luego de 
relacionar las circunstancias de hecho que 
enmarcan las presentes actuaciones— hizo 
especial referencia, y detalló la prueba obje-
tiva que estimo logra convicción suficiente 
del estado de salud mental denunciado en la 
demanda al tiempo de otorgar el testamen-
to impugnado. A saber: a) informe interdis-
ciplinario de fecha 07/12/2012, aproximada-
mente a tres meses de la disposición testa-
mentaria objeto de autos; b) informe médi-
co del Dr. I. R. H. de febrero del año 2013;  
c) estudios médicos —resonancia magné-
tica de cerebro, tomografía computada de 
cerebro—; d) informe médico del Sanatorio 
Concordia de fecha 30/03/2013; e) infor-
me interdisciplinario de fecha 29/04/2013;  
f) historia clínica del Hospital San Miguel 
de San Salvador de fecha 05/09/2012 —el 
mismo día que el Sr. U. testó—; g) historia 
clínica del Instituto Médico Quirúrgico Ga-
rat SA de fecha 30/05/2013.

Asimismo, analizó la prueba testimonial 
y destacó que la escribana que redactó el 
testamento en crisis no dejó constancia del 
estado de salud mental del testador, ni si 
las declaraciones que constituirían el acto 
testamentario fueron dictadas por el dispo-
nente de forma verbal y espontáneamente o 
entregadas por escrito, lo que importa a los 
efectos de la autoría del documento e instala 
la duda sobre la persona que efectivamente 
proyectó el documento.

En ocasión de ampliar la respuesta juris-
diccional del planteo recursivo, indicó que: 
a) los certificados médicos de los Dres. M. 
G. y A. no fueron ofrecidos como prueba en 
este pleito; b) la demostración del ejercicio 
de las facultades mentales debe exigirse 
con más criterio riguroso en las disposicio-
nes a título gratuito; c) de la prueba objetiva 
emana la inexistencia de buena salud men-
tal del testador, sin lugar a duda alguna;  
d) las circunstancias personales del sujeto 
que ejecutó el acto jurídico materia de au-
tos no condice con la relación aducida por 
el apelante para explicar el beneficio; e) se 
está en presencia de un incapaz de hecho no 
interdicto porque el proceso finiquitó por la 
muerte del testador. En el mismo sentido, 
expuso su análisis de las demás pruebas 
cuestionadas por el apelante.

II. Contra dicho pronunciamiento, la ac-
cionada a través de sus apoderados deduce 
recurso de inaplicabilidad de ley.

En la ocasión, luego de expresar que en 
los presentes se encuentran reunidos los re-
quisitos de admisibilidad formal del recurso 
articulado, el extenso escrito recursivo ex-
pone en su primer agravio arbitrariedad de 
la sentencia, por cuanto en autos no existe 
declaración de demencia del causante me-
diante sentencia judicial y solo se interpu-
so acción por inhabilitación judicial, por 
ello indica que no resultan aplicables los 
arts. 3615 y 3616 del Cód. Civil, incurriendo 
en “error in iudicando”. Expone su interpre-
tación de las situaciones que acreditarían 
que U. se encontraba con razón y lucidez. 
Cita doctrina y jurisprudencia de otra juris-
dicción como parte de sus fundamentos.

Su segundo agravio recae sobre la pre-
sunta inversión de la carga de la prueba en 
violación a lo que dictamina la ley, respecto 
a la falta de razón del testador al momento 
de realizar el acto notarial. Con relación a 
ello vuelve a enumerar actos con fecha pos-
terior a la firma del testamento que demos-
trarían la lucidez de U. y la amistad de éste 
con C.

En el tercer agravio hace referencia a 
la supuesta arbitrariedad, incurrida por la 
Cámara, ante la omisión de valorar prueba 
esencial para la resolución del caso —en ese 
sentido realizó un detalle de la prueba que 
considera no se valoró y acompañó su inter-
pretación de la misma— y a la absurdidad 
al efectuar una valoración fragmentada y 
aislada de los elementos probatorios.

En el cuarto agravio, remarcó la alega-
da omisión de la alzada de valorar la prue-
ba emanada del testador y de testigos que 
acreditan el grado de amistad de C. con U.

III. A fs. 775 la Cámara dispone correr 
traslado a la contraria del recurso de inapli-
cabilidad de ley articulado por la accionada, 
el que es contestado a fs. 780/793 instando 
su rechazo.

A fs. 802/804 vta. la Cámara concede, 
con efecto suspensivo, el recurso incoado 
por considerar reunidos los requisitos for-
males de admisibilidad de la vía.

IV. Efectuado el breve relato que antece-
de, cabe ingresar al tratamiento y definición 
de la cuestión propuesta a juzgamiento.

En tal cometido, adelanto que la decisión 
controvertida no resulta conmovida por los 
desaciertos jurídicos que se denuncian, al 
mostrar la argumentación de la parte recu-
rrente un mero disenso con el razonamien-
to del juzgador y el respaldo normativo y 
probatorio del fallo.

En efecto, la conclusión sentencial en 
primera instancia declaró la nulidad del 
testamento realizado por acto público. El 
juzgador centró su análisis en la falta de 
discernimiento del testador al momento 
de testar, y al analizar la prueba obrante 
en autos consideró que se acreditó —por la 
parte actora— que el Sr. U. al momento de 
testar no se hallaba en su cabal juicio para 
comprender el sentido del acto y que el 
demandado no acreditó, conforme lo esta-
blece el art. 3616 del Cód. Civil, que se haya 
testado en un intervalo lúcido. A mayor 
abundamiento, los magistrados de alzada 
entendieron que ello fue correctamente va-
lorado a partir de todo el plexo probatorio y 
que lo expuesto cuenta con apoyo normati-
vo, jurisprudencial y doctrinario.

El recurrente estructura su impugnación 
en cuestiones fácticas y procesales resuel-
tas en la sentencia a partir de las pruebas 
rendidas (documental y testimonial) y, a su 
criterio, deficientemente o no valoradas.

Asimismo, asevera que las pruebas rendi-
das fueron apreciadas de manera absurda y 
arbitraria. Sin embargo, su queja —además 

de involucrar la consideración de aspectos 
fácticos inabordables, en principio, en esta 
instancia casatoria— no supera el disenso 
apuntado ni logra conmover la razonabi-
lidad del veredicto y su fundamentación 
probatoria, la cual, más allá de que a juicio 
de quien recurre pueda resultar opinable —
por ser adversa a sus intereses— no puede 
ser considerada arbitraria si, como en el 
caso, resulta absolutamente compatible con 
las constancias de la causa.

Ha dicho en reiteradas oportunidades 
esta Sala que la procedencia del recurso 
exige puntual y concreta demostración del 
desacierto jurídico que se endilga al fallo, 
dando razones fundadas de cómo y por qué 
el pronunciamiento debe modificarse te-
niendo en cuenta su estructura lógica y la 
prueba aportada al caso.

En ese sentido este Tribunal, ha estable-
cido que no se cumple la exigencia de funda-
mentación del recurso con la mera discre-
pancia de criterios entre el que informa la 
valoración del juzgador y el que articula el 
quejoso, desde que así no se supera el nivel 
de una mera confrontación de opiniones (en 
ese sentido in re, “Cornalo, Lidia C. y otros 
c. Monte Verde SA y otros s/ sumario por 
daños y perjuicios”- Expte. Nº 4938, senten-
cia del 22/09/2008; “Degeneve, Esther S. c. 
Migliaccio, Teresa M. y/o quien resulte jurí-
dicamente responsable s/ sumario”- Expte. 
Nº 5466, sentencia del 16/03/2009; entre 
muchos otros), como así también que la ar-
bitrariedad que se invoque como vicio sen-
tencial —admitida pretoriana y excepcio-
nalmente—, debe acreditarse y fundarse en 
la incompatibilidad lógica del razonamiento 
que sustenta el fallo, con las constancias de 
la causa, pero no puede considerarse con-
figurada por la discrepancia que ponga de 
manifiesto el recurrente con la solución 
jurídica adoptada que —aunque opinable 
a juicio del quejoso— sea legalmente posi-
ble. (in re: “T., I. en representación de sus 
hijas menores c. V., E. - alimentos - s/ inci-
dente aumento cuota alimentaria” - Expte. 
Nº 6836, sentencia del 20/10/2014 y, más 
recientemente in re: “Superior Gobierno de 
la Provincia de Entre Ríos c. Mori, Oscar 
H. s/ incidente nulidad (vinculado a ordi-
nario Nº 82), Expte. Nº 7529, sentencia del 
14/09/2017).

Respecto al agravio de absurdidad en la 
valoración de la prueba, esta Sala tiene rei-
teradamente dicho —solución que compar-
to— que “[s]eleccionar los medios de prue-
ba computables y atribuibles la jerarquía 
pertinente, es en principio facultad priva-
tiva de los jueces de la instancia ordinaria 
y exenta de la casación” (“Gadea de Miños, 
Froilana c. Weinzettel, Pedro R. y otro s/ 
sumario”— Expte. Nº 5754, sentencia del 
19/05/2010; entre muchos otros).

Si bien en todos los precedentes se deja 
la posibilidad de franquear esta valla cuan-
do se demuestra la existencia de arbitra-
riedad. En autos tampoco resulta propicio 
recurrir a la doctrina de la arbitrariedad, 
tal como lo hace el recurrente, afirmo que 
una sentencia es arbitraria no por contener 
interpretaciones erróneas del derecho apli-
cable, de la apreciación de las pruebas y 
análisis de los hechos, sino que se requiere 
además y ello en cuanto a su procedencia, 
que la resolución contenga en sí una palma-
ria arbitrariedad, que la descalifique como 
acto jurídico válido (“Icasatti, Gabriel N. c. 
Banco de Galicia y Buenos Aires SA Sucur-
sal Paraná s/ ordinario”— Expte. Nº 6131, 
sentencia del 04/10/2011; entre muchos 
otros).

El memorial recursivo se edifica —bási-
camente— en torno a esta causal excepcio-
nal, pero a contrario de la tesitura expuesta 
por la parte recurrente, la sentencia dicta-
da es fundada y seria. No es fruto de la vo-
luntad de los juzgadores sino producto del 

análisis riguroso de los aspectos singulares 
del juicio. Al respecto la CSJN resolvió en 
reconocido precedente que limitará su co-
nocimiento a los casos que porten una ar-
bitrariedad intolerable. (Fallos: 328:3399).

Finalmente, y con relación a la alegada 
violación de la doctrina legal resulta opor-
tuno recordar que esta Sala tiene dicho en 
sucesivos precedentes (“Florentin, Haydée 
c. Gauna, Luciano s/ ordinario”, Expte. 
Nº 3154, sentencia del 09/11/2000”; “Sotelo, 
José M. c. Covinorte SA s/ sumario”, Expte. 
Nº 3839, sentencia del 10/05/2005; “Banco 
de Entre Ríos SA c. Rodríguez, José L. s/ 
sumario hoy ejecución de sentencia y ho-
norarios s/ incidente de levantamiento de 
embargo”. Expte. Nº 4605, sentencia del 
27/03/2006) que “...en orden a la violación 
de la doctrina legal...se debe puntualizar 
que cuando el artículo 276 del Cód. Proc. 
Civ. y Comercial refiere a la doctrina legal 
no es la opinión de tal o cual autor de dere-
cho o de la doctrina admitida por la juris-
prudencia, por autorizada o reiterada que 
fuera una u otra, sino que es la emanada de 
fallos de este Superior Tribunal”.

En definitiva, no aparece concretado nin-
guno de los presupuestos de viabilidad a 
que refiere el juego —en armonía— de los 
arts. 276, 284 y 285 del Cód. Proc. Civ. y Co-
mercial.

Y, la discrepancia con la decisión sen-
tencial no es base idónea de agravios ni 
configura las infracciones denunciadas en 
la irreplicada querella. Ello porque el re-
currente no fundamenta que los argüidos 
gravámenes estén sustentados en alguno de 
los supuestos que prevé la ley adjetiva. Del 
ensayo recursivo solo se aprecian plantea-
dos los mismos asuntos que ya merecieron 
la puntual respuesta de los anteriores sen-
tenciantes. De allí, que las reiteraciones de 
esos motivos son inidóneos para satisfacer 
el requisito esencial exigido en el art. 280 
del Cód. Proc. Civ. y Comercial.

Por lo expuesto, propongo al acuerdo re-
chazar el recurso de inaplicabilidad de ley 
declarando su inadmisibilidad. Con costas 
—art. 65 del Cód. Proc. Civ. y Comercial —. 
Así voto.

El doctor Smaldone dijo:

I. En honor a la brevedad me remito, li-
minarmente, a los antecedentes del sub exa-
mine ya relatados en el voto precedente e 
ingreso directamente al tratamiento de la 
cuestión traída a resolver.

II. En tal cometido adelanto que, respe-
tuosamente, disiento con la solución pro-
puesta por el Sr. vocal preopinante. Vea-
mos.

Mientras que la forma del testamento 
se rige por la ley vigente al momento en 
que dicho acto fue otorgado —4/Septiem-
bre/2012; art. 2472 del Cód. Civ. y Com. 
de la Nación, texto según ley 26.994—, su 
contenido e invalidez deben ser valorados 
al tiempo del fallecimiento del testador —6/
Junio/2013; art. 2466 del Cód. Civ. y Com. 
de la Nación, texto según Ley 26.994—; ra-
zón por la cual la suerte del pleito bajo exa-
men está correctamente juzgada conforme 
la normativa de fondo anterior.

El quid esencial que decide la procedencia 
o improcedencia de la pretensión nulifican-
te consiste en saber si el testador, al tiempo 
de otorgar el figurado testamento por acto 
público, gozaba de la perfecta razón exigida 
por el art. 3615 del Cód. Civil. No es dable 
requerir, por supuesto, que la denunciada 
incapacidad para testar estuvo presente 
durante el momento exacto de celebración 
de la incuestionada escritura pública, sino 
que corresponde indagar —dentro de la 
mayor cercanía temporal posible— acerca 
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de la falta de comprensión o entendimiento 
de tan trascendente decisión y de la ausen-
cia de capacidad para disponer de sus bie-
nes a título de acto personalísimo.

Un rápido escrutinio de la doctrina juris-
prudencial y de autores muestran que estos 
asuntos cursan durante —coloquialmen-
te hablando— el ocaso de la vida de quien 
dispone de su patrimonio para después de 
ocurrida la muerte. Es un acto de última 
voluntad de la persona que ya no está pre-
sente para expresarnos dicha voluntad. En 
efecto debo decir que: “[e]l concepto de per-
fecta razón, en tanto requisito para la vali-
dez de toda disposición de última voluntad, 
no se ve alterado por la ancianidad ni por 
la presencia de enfermedades físicas que 
no perturben las facultades intelectuales 
de aquél” (Bueres, Alberto J. - dirección, 
Highton, Elena I. —coordinación, Código 
Civil y normas complementarias. Análisis 
doctrinal y jurisprudencial, T. 6-A, p. 811 y 
sus citas, Ed. Hammurabi SRL, Buenos Ai-
res, 2001).

Dentro de ese contexto, adelanto que la 
querella viene asistida de razón cuando —la 
inteligencia del agravio puntual— logra ins-
talar la duda en torno a la cuestión esencial.

La parte actora no consigue probar la 
falta de discernimiento, libertad e inten-
ción del testador, que falleció a la edad de 
86 años. Hay claramente una situación de 
duda sobre tan importante cualidad, que 
decide la suerte del juicio en favor de la va-
lidez del testamento.

Las pruebas allegadas al proceso, valora-
das integradamente, no muestran fractura-
do el principio de salud mental que refiere 
tanto la normativa anterior como la que 
rige actualmente. La doctrina mayoritaria 
da cuenta de la evolución que ha tenido y 
tiene actualmente en la nueva legislación la 
autonomía de la voluntad testamentaria.

El aplicable art. 3616 del Cód. Civil dice 
que toda persona está en su sano juicio 
mientras no se pruebe que estuvo priva-
do de razón al otorgar el enjuiciado acto 
público de última voluntad. (art. 3606 del 
Cód. Civil). No rige la presunción inversa 
—arts. 1041 y 3615 segunda parte, del Cód. 
Civil — porque no medió interdicción del 
entonces testador (art. 3613 del Cód. Civil).

Hay abundante documentación médica 
e informes del equipo técnico profesional 
del juzgado donde tramitó el inconcluso 
trámite de inhabilitación —art. 152 bis del 
Cód. Civil — y también se aprecia como 
dato relevante que el entonces reclamado, 
personalmente, a su turno, en sede judicial, 
reconoció haber testado en favor del aquí 
demandado.

El otorgamiento del testamento fue el día 
04/09/2012 y dicho reconocimiento juris-
diccional en presencia del juez aconteció el 
día 11/12/2012.

He ahí el dato esencial que instala la du-
dosa situación más arriba aludida. Dicho 
acontecimiento mereció el enjuiciamiento 
puntual de la querella y, —ya dije— que, a 
mi juicio, merece ser atendido pese a resul-
tar inadmisibles los restantes agravios en-
sayados.

Pondero que la Cámara a quo no le dispen-
só la correspondiente importancia que con-
lleva recordar y ratificar, el día 11/12/2012, 
que había testado en favor del demandado. 
Y, si bien el día posterior —no en la misma 
jornada— experimentó una breve o corta 
internación por una dolencia física gene-
radora de síndrome confusional agudo, 
no soslayo que la dinámica de la salud en 
personas de edad avanzada puede mutar o 
variar rápidamente sin invalidar vivencias 
cercanas en el tiempo.

Durante el interregno que corre entre el 
otorgamiento del testamento y su recor-
datorio ante el juez —de poco más de tres 
meses de duración— se practica el informe 
interdisciplinario datado el 07/12/2012 que 
verifica un debilitamiento de la salud psi-
cofísica debido a la patología de base del 
entrevistado y que por su edad cronológica 
tiene parcial autonomía para gobernarse 
y necesita de terceros para otorgar actos 
de administración. A esto se suma la re-
sonancia magnética cerebral practicada el  
día 13/12/2012.

Ambos datos médicos no permiten con-
cluir a ciencia cierta sobre la falta de ra-
ciocinio del testador. Tampoco habilitan a 
descalificar el reconocimiento de haber tes-
tado ante el juez del juicio apelado. La duda 
sigue presente y echa la suerte del asunto 
bajo examen.

Para anular el testamento de autos  
—porque el argüido vicio no aparece ma-
nifiesto— necesitamos de una exhaustiva 
investigación judicial, de suficiente integri-
dad, como para comprobar —con aceptable 
certeza— si medió o faltó la perfecta o com-
pleta razón del testador. El onus probandi 
del déficit señalado, para la especie, está en 
cabeza del actor porque es quien pretende 
nulificar la institución testamentaria que 
beneficia al demandado (arts. 3613, 3615, 
3616 y ss. del Cód. Civil).

Insisto, la prueba de tal extremo debe 
ser categórica, decisiva y contundente para 
despejar toda duda ya que —solo— si hay 
demostración suficiente sobre la falta de ra-
ciocinio —recién ahí— puede consagrarse 
una excepción a la regla general que apre-
cia sano de espíritu a la persona.

En materia de nulidades en general rige 
el principio de conservación del acto jurídi-
co y, por tal motivo, los medios de prueba 
que pretendan desvirtuar una presunción 
como la que nos ocupa, deben ser exami-
nados con rigorismo y, en caso de duda, in-
terpretarse a favor de la eficacia del acto 
testamentario.

Recuerdo, también, que perfecta o com-
pleta razón no remite a una condición exi-
gua o selecta, sino que tiene que ver con 
aquella que permita entender al testador, 
con cabal conciencia y libertad, la naturale-
za del acto de disposición de última volun-
tad.

Por su lejanía en el tiempo pierden efica-
cia probatoria otras acreditaciones médi-
cas llevadas a cabo el 25/03/2013, el informe 
interdisciplinario del juzgado donde trami-
tó el juicio apiolado fechado el 29/04/2013 
y la historia clínica del 30/05/2013 porque 
ilustran sobre hallazgos compatibles con 
patologías que no sabemos de su concreción 
dentro de la época investigada.

En este sentido comparto la opinión au-
toral que expresa que: “[l]a ley no exige un 
discernimiento más intenso cuando el su-
jeto otorga disposiciones mortis causa que 
cuando celebra actos entre vivos: el grado 
de discernimiento exigido es el mismo: que 
el sujeto siempre comprenda lo que hace. 
El discernimiento para testar (“perfecta 
razón”) puede conceptuarse como la capa-
cidad intelectual corriente del hombre nor-
mal que le permite comprender lo que hace 
y advertir las consecuencias previsibles de 
sus acciones, apreciada con relación a las 
características de la personalidad (Segovia, 
Machado, Lafaille, Tobal, Llambías, Ciche-
ro, Oría, Tovási, Ghirardi, Ferrer, Maffía, 
Medina; conclusión unánime VI Encuentro 
de Abogados Civilistas, Santa Fe, 1992). Los 
débiles mentales, los semialienados, los se-
niles, por lo tanto, son incapaces para testar 
sólo en cuanto tales situaciones provoquen 
la pérdida total de discernimiento al tiempo 
de otorgar el testamento (art. 3613). De ahí 

que la disminución de facultades mentales 
por sí sola no es causa de nulidad del tes-
tamento (Llambías, Fassi, Maffía, Zannoni). 
(Ferrer, Francisco A. M., Medina, Graciela 
- Directores, “Código Civil: doctrina, juris-
prudencia, bibliografía, Sucesiones”, T. II, 
1ª edición, 1ª reimp., ps. 223/224, Rubinzal 
Culzoni, Santa Fe, 2008).

Siguiendo la línea de razonamiento, el 
criterio mayoritario sostiene que ni siquie-
ra los inhabilitados declarados como tales 
(art. 152 bis del Cód. Civil) se encuentran so-
metidos al régimen de interdicción, por lo 
cual “sigue operando, respecto de ellos, la 
presunción legal de que el sujeto se encuen-
tra en su sano juicio (art. 3616). Por lo tanto, 
la sentencia de inhabilitación no prueba que 
el inhabilitado estaba privado de su razón al 
momento de testar. El acto testamentario, 
en consecuencia, es anulable (art. 1045) y 
requiere la prueba de la falta de discerni-
miento del testador inhabilitado al tiempo 
de testar, prueba que está a cargo del im-
pugnante (Borda, Spota, Fassi, Aráuz Cas-
tex, Ghirardi, Oría, Tobías, Ferrer, Pérez 
Lasala, Maffía, Rivera, Medina, Stratta)” 
(Ferrer - Medina, ob. cit., p. 224).

No encuentro otra demostración de me-
jor tenor probatorio que las expresiones del 
testador vertidas en presencia del juez, por-
que lo exhiben aportando datos correctos 
en general y con adecuada precisión —en 
singular— cuando expone acerca del pre-
térito testamento cuya validez —sin éxito— 
está cuestionada.

En efecto, no encuentro irrazonables a las 
disposiciones consignadas en la escritura 
pública cuyo contenido es aquí cuestionado, 
máxime atendiendo el modo en el que fue 
recepcionada la declaración del causante. 
En tal sentido, comparto las valoraciones 
vertidas por la doctrina autoral que ha de-
finido, con apoyo en numerosos preceden-
tes jurisprudenciales, que “[n]o hay mejor 
prueba de la aptitud mental del testador 
que el buen concierto y la justificación de 
sus disposiciones testamentarias, las cuales 
contribuyen decididamente a resolver la 
duda en favor de la capacidad del testador, 
si se caracterizan por su buen sentido, se 
hallan bien concertadas y responden a las 
afecciones presuntas del testador, o con-
cuerdan con los propósitos que éste siem-
pre expresara...”. (Ferrer - Medina, ob. 
cit. p. 235 y sus citas).

Por ello, propicio declarar la procedencia 
del recurso extraordinario informado por 
Secretaría e invito a casar el fallo impug-
nado rechazándose la demanda figurada en 
autos; con costas al vencido y en todas las 
instancias por vigencia del principio gene-
ral de la derrota previsto en el art. 65 del 
Cód. Proc. Civ. y Comercial. Así voto.

El doctor Castrillon dijo:

I. Resumidos suficientemente los antece-
dentes del caso por el colega que comanda 
esta votación me remito a ellos, brevitatis 
causae, e ingreso directamente al trata-
miento de la cuestión que llega a dilucida-
ción de este Tribunal.

II. En la referida tarea, adelanto que las 
constancias obrantes en la causa confronta-
das con las pretensiones actorales que dan 
sustento a la acción promovida, me llevan a 
coincidir con los argumentos desarrollados 
por el Dr. Smaldone en el sufragio que me 
precede y, en consecuencia, a la convicción 
respecto de que los agravios fundantes de 
la impugnación deducida deben ser recep-
tados en esta instancia casatoria.

III. En efecto, la trascendencia de la ma-
teria que nos ocupa importa no perder de 
vista que la discusión sobre la eficacia del 
testamento controvertido —y sobre lo cual 
ahora toca resolver— se suscita alrededor 

de las manifestaciones que, en torno a ese 
acto personalísimo y de última voluntad, 
fueron efectuadas por el testador en acto 
público, conforme las solemnidades esta-
blecidas por la normativa de fondo vigente 
a esa época.

Con ello quiero significar que las alega-
ciones sobre la privación de la razón del Sr. 
U. al momento de testar introducidas por 
la parte actora, conllevan la carga —para 
esa parte— de acreditar tal extremo con 
prueba decisiva y fehaciente, debiendo ge-
nerar en el juzgador la certeza relativa al 
quiebre de aquella presunción legal acerca 
de la salud mental del testador al tiempo 
de otorgar el acto jurídico de que se trata 
(art. 3616, primera parte, Cód. Civil). Rei-
tero, nos hallamos debatiendo acerca del 
contenido de un acto personalísimo de últi-
ma voluntad, y, por tanto, la ausencia de un 
complejo probatorio que permita sostener 
lo contrario importa la suerte adversa de la 
acción promovida.

Ahora bien, somos conscientes que la 
presunción referida, tanto en la legisla-
ción aplicable como en la vigente en la 
actualidad, no importa petrificar a su am-
paro —como una regla de oro— la verdad 
de los hechos (Ferrer, Francisco; “Acción 
de nulidad y redargución de falsedad del 
testamento por acto público otorgado por 
persona privada de razón”; Revista de De-
recho Procesal; 2018-1; p. 255 y sus citas; 
Rubinzal Culzoni; Santa Fe; 2018), mas en 
el caso resultan imposibles de soslayar: 
a) la actuación de cuatro escribanas en el 
lapso acontecido entre el 2 de abril de 2012 
y el 4 de septiembre de 2012, ante las que 
compareció el testador con el objeto de 
conferir mediante escritura pública pode-
res especiales y generales de administra-
ción y disposición a distintas personas, y, 
finalmente, en la última fecha, el testamen-
to impugnado, profesionales actuantes que 
ninguna objeción formularon o advirtieron 
respecto de la falta de razón o habilidades 
mentales del testador; b) los poderes ins-
trumentados el 25 de abril de 2012 en dos 
escrituras públicas (Nº 36 y Nº 37) conferi-
dos a favor de uno de los hoy demandantes, 
y la restante instrumentada en esa misma 
fecha conteniendo la revocación del poder 
general amplio otorgado al hoy demanda-
do (Nº 38); y cuya validez por vicios en la 
voluntad no fue siquiera puesta en duda 
por la actora, sino que, por el contrario, 
aparece como uno de los estandartes en 
que funda su relato y al que expresamente 
denomina “punto de inflexión” (fs. 75 del 
promocional); c) y, fundamentalmente, las 
expresiones realizadas por el testador ante 
el juez de la inconclusa causa de declara-
ción de inhabilitación iniciada por uno de 
los aquí demandantes, en el marco de la 
audiencia de la que da cuenta el acta agre-
gada a fs. 72 de esos actuados, de la que se 
extraen el conocimiento de aquél acerca 
del otorgamiento del acto jurídico cuestio-
nado, así como la intención y motivos por el 
que el mismo fue extendido en los términos 
consignados.

En suma, y tal como acertadamente fue-
ra expuesto por el colega preopinante, los 
informes médicos y del equipo interdiscipli-
nario acercados a la causa no solo distan en 
el tiempo del momento en que fue otorgado 
el testamento atacado, sino que, asimismo, 
resultan insuficientes para destruir la efi-
cacia que —en favor de la conservación del 
acto jurídico— representan las circunstan-
cias precedentemente apuntadas.

Por consiguiente, como fuera anunciado 
al inicio de mi decisión, las razones deta-
lladas por el Sr. Vocal ponente sumadas 
a las especialmente consideradas en este 
voto, conllevan a sostener que la sesgada 
valoración efectuada por la alzada obstru-
ye el carácter de pronunciamiento juris-
diccional válido del fallo enjuiciado; y, en 
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consecuencia, propongo declarar la proce-
dencia del recurso de inaplicabilidad de ley 
interpuesto por la parte demandada, casar 
el fallo impugnado, y rechazar la deman-
da deducida en autos. Con costas en todas 
las instancias a la parte vencida, por apli-
cación del principio general de la derrota 
contenido en la norma de rito (art. 65, pri-
mer párrafo, del Cód. Proc. Civ. y Comer-
cial). Así voto.

Por los fundamentos del acuerdo que an-
tecede se resuelve: Declarar procedente el 
recurso de inaplicabilidad de ley deducido 
a fs. 727/774 vta. y, en consecuencia, ca-
sar la resolución de la Sala Segunda Civil 
y Comercial de la Cámara de Apelaciones 
de Concordia obrante a fs. 705/718 vta. y 
rechazar la demanda deducida en autos. 
Costas a la vencida (art. 65, Cód. Proc. Civ. 
y Comercial). Honorarios oportunamente. 
Tener presente la reserva del caso federal. 
Notifíquese conforme arts. 1º y 4º, Ac. Gral. 
15/18 SNE y oportunamente bajen. — Mar-
tín F. Carbonell. — Juan R. Smaldone. — Emi-
lio A. E. Castrillon.

Robo
Arrebato de celular valiéndose del poder 
que proporciona una motocicleta. Tipifi-
cación del delito. Violencia personal. He-
cho de ser padre como circunstancia ate-
nuante. Rechazo del planteo. Sentencia 
condenatoria. Imposibilidad de imponer 
una pena mayor a la pedida por el fiscal. 

Hechos: Un motociclista subió a una ve-
reda y arrebató su celular a una persona. 
Posteriormente, intentó sin éxito cometer 
otro hecho similar. Por ambos sucesos, fue 
condenado a la pena de tres años de prisión 
en suspenso por el delito de robo en concurso 
real con el delito de robo en grado de tenta-
tiva.

1. -	 Quien avanza contra una víctima, valién-
dose del poder que le proporciona la velo-
cidad y potencia de una motocicleta, in-
vade sorpresivamente el espacio de cir-
culación que las leyes reglamentarias del 
tránsito le acuerdan al otro y arrebata el 
celular que éste porta, comete un robo y 
no un hurto, porque esa conducta impli-
ca el empleo de una auténtica violencia 
personal, aunque no haya sido necesario 
un gran despliegue de fuerza real para 
lograr el desplazamiento.

2. -	 La circunstancia de que el acusado por 
robo de celulares sea padre de una niña 
menor de edad no debe ser considerada 
como atenuante, pues, por el contrario, 
el hecho de ser padre implica llevar ade-
lante conductas que no pongan en una 
situación de desamparo a los hijos, tal 
como ocurriría en el caso de que aquel 
resulte condenado en alguno de los pro-
cesos que tiene en trámite por los nume-
rosos robos que habría cometido y deba 
cumplir pena de prisión efectiva por ello.

121.873 — TOral Crim. y Correc. Nro. 18, 
08/03/2019. -Causa 22.490.

[Cita on line: AR/JUR/250/2019]

Buenos Aires, marzo 8 de 2019 .

Resulta:

A) Requerimiento

Al comienzo de la audiencia de debate se 
dio lectura al requerimiento de elevación a 
juicio del Señor Fiscal General de fs. 100/101 
vta., en el que se dio por acreditado, con las 

exigencias de la primera etapa, los siguien-
tes hechos:

Hechos:

I. “Se le imputa a L. S. B. haberse apoderado 
de un teléfono celular Apple iPhone X, pertene-
ciente a J. P. P., el día 13 de abril de 2018, a las 
22 horas, en la calle Salguero entre Charcas y 
Güemes de esta ciudad.

En efecto, en esa ocasión, P. se encontraba 
parado usando su teléfono celular cuando el 
acusado, con su rostro cubierto por un casco y 
a bordo de una moto negra Honda Tornado 250 
cc. sin dominio colocado, subió con el vehículo a 
la vereda, pasó por detrás de su víctima y, apro-
vechando la aceleración de su rodado, tomó 
violentamente el aparato que P. tenía entre sus 
manos, tras lo cual se dio a la fuga por la calle 
Güemes hasta ser perdido de vista.

No obstante, a través del sistema de rastreo 
satelital que tiene el teléfono, P. logró establecer 
que el aparato se encontraba en la comisaría 
35ª de la Policía de la Ciudad de Buenos Aires, 
en donde se presentó y lo reconoció como de su 
propiedad”.

II. “Asimismo se le atribuye a L. S. B. haber 
intentado apoderarse del teléfono celular Apple 
iPhone X, con funda azul, perteneciente a R. D. 
O., el día 13 de abril de 2018 a las 23 horas apro-
ximadamente.

En aquella oportunidad R. D. O. se encontra-
ba en el cruce de la avenida Cabildo y la calle 
Quesada de esta ciudad, junto con su herma-
no W., cuando fue abordado por B. a bordo de 
una moto negra Honda Tornado 250 cc, que le 
sustrajo el aparato aludido de sus manos. No 
obstante, O. reaccionó inmediatamente y logró 
aferrarse a la parte trasera del motovehículo. 
Se produjo entonces un forcejeo entre B., que 
trataba de fugar, O. y hermano, que culminó 
cuando estos últimos lograron que el primero 
cayera al suelo.

De seguido llegó al lugar la oficial 1º de la co-
misaría 35º de la Policía de la Ciudad de Bue-
nos Aires Johanna Gisele Brizuela quien luego 
de tomar conocimiento de lo sucedido materia-
lizó la detención de B. y secuestró la moto en la 
que se desplazaba, el casco que tenía colocado 
y un bolso tipo morral azul que contenía: un 
teléfono celular Samsung SMG530m, de color 
blanco, cuya pantalla táctil estaba dañada, con 
una tarjeta de menoría Kingston MicroSD de 8 
gigabytes de capacidad y una tarjeta SIM de la 
empresa Personal; otro aparato móvil Samsung 
Galaxy S6 EDGE, de color negro, con funda de 
silicona transparente con la inscripción “West y 
Gambler - Tienda de Cervezas”, cuya pantalla 
táctil estaba dañada; un teléfono celular Moto-
rola Moto; un teléfono celular marca Mi, mode-
lo 2016 102 FCC ID2AFZZRT6102; un teléfono 
celular Samsung SMJ701M, de color blanco y 
amarillo con funda amarilla transparente, con 
tarjeta de memoria Sandisk SD de 4 gigabytes 
de capacidad y tarjeta SIM con la inscripción 
“Movistar”; un teléfono celular LG, con funda 
negra; dos teléfonos celulares Samsung Galaxy 
S8, uno de los cuales tenía funda plástica dora-
da tipo libro; dos teléfonos celulares Apple Ipho-
ne, uno de color blanco con funda transparente 
y otro de color negro con funda azul; un teléfono 
celular Samsung Galaxy A7; otro teléfono celu-
lar marca Samsung, de color negro, y una bille-
tera de cuero azul con diversa documentación y 
dinero en efectivo”.

B) Indagatoria

L. S. B.

Al ser invitado a prestar declaración in-
dagatoria, refirió querer hacerse cargo, pe-
dirles disculpas a los damnificados, y aclarar 
que nunca ejerció violencia como habían di-
cho anteriormente. A preguntas del suscrip-
to manifestó que reconoce haber cometido 
los dos hechos por los que se lo acusan. Refi-
rió: “que no ejerció violencia de ningún tipo, los 

aparatos se los sacó, no los golpeó, nunca toque 
a nadie”.

C) Testigos:

1. J. P. P.

Comenzó su relato refiriendo que el año 
pasado cerca de las 22.00 horas había coor-
dinado con un amigo para ir a cenar en la 
zona de Palermo. Manifestó que se encontra-
ba en el departamento de su novia, por lo que 
se dirigió en colectivo a Salguero y Güemes. 
Que una vez que llego ahí, y mientras que se 
encontraba con el celular en la mano y con 
los auriculares puestos, lo llamó avisándole 
que estaba en la puerta del edificio, y que 
en un momento muy rápido sintió un ruido 
fuerte de una moto que venía por la vereda. 
Él se encontraba de espaldas por donde vino 
la moto y por ende fue todo muy rápido.

La persona que pasaba con la moto le aga-
rró el celular de la mano, se lo sacó y salió 
muy rápido, fue en cuestión de unos segun-
dos; intentó correrla, pero aceleró mucho. 
No lo pudo identificar salvo que era una 
moto negra, y que cuando ésta llegó hasta 
la esquina de Güemes, dobló y la perdió de 
vista. Agregó que él estaba por Salguero y 
la moto se fue por Güemes en el sentido del 
tránsito.

Agregó que esta persona tenía casco, una 
campera, pero no sabe el color, que por su 
vereda no había gente, pero después se le 
acercaron dos chicos que le dijeron que le 
iban a avisar que había una persona en una 
moto, y que pensaban que lo iban a robar, 
pero él estaba con los auriculares puestos.

Luego de eso su amigo le dijo que se ol-
vidara, que fueran a comer y que después 
buscara su celular por la aplicación “find 
my iphone”. Volvió a su casa cerca de la 
1:30 hs. y lo buscó por su computadora, ahí 
vio el mapa de la ciudad de Buenos Aires, 
y con un punto le marcaba que el celular 
estaba en la Comisaría que está ubicada 
sobre la calle Cuba; entonces fue con una 
amiga hasta ahí, preguntando si habían de-
tenido a un motochorro con un celular, ahí 
prestó declaración, le pidieron la factura 
de Personal, y le exhibieron la mochila del 
señor y ahí vio su celular junto a un montón 
más. Al otro día lo llamó el comisario para 
que fuera al juzgado de turno para prestar 
nuevamente declaración.

Recordó que cuando caminaba hacia Güe-
mes se acercó un chico y le dijo “te robaron 
porque a mi casi me atropellan”.

A preguntas de la Defensa manifestó que 
observó que el de la moto iba muy rápido por 
la vereda, y vio que el chico que estaba más 
adelante, lo esquiva y la moto siguió. Luego 
dialogo con él sobre lo que había pasado re-
firiéndole que iba muy rápido y que casi lo 
atropella.

2. W. M. O.

En el juicio manifestó que estaba en su 
casa junto a su hermano, que viven a una cua-
dra de donde sucedió el hecho y que se esta-
ban preparando para ir a jugar al futbol. Que 
salieron cerca de las 18:00 horas caminando 
por la Av. Cabildo hasta la esquina de Quesa-
da, iban caminando hacia Juramento, él pasó 
la esquina, y su hermano se quedó mandan-
do un mensaje. Ahí observó a un muchacho 
con la moto por Cabildo rumbo hacia la Ge-
neral Paz; entonces pegó una vuelta en “U” 
y le arrebató el celular. Su hermano agarró 
la moto para que no avance, mientras que él 
se volvió y lo ayudó, tirándolo de la moto. La 
persona se resistía, por lo que lo retuvieron 
entre los dos, hubo un forcejeo y se llamó a la 
policía. Su hermano tenía un Iphone X.

Continuó relatando que la persona que iba 
en la moto tenía una campera grande, un 

buzo, zapatillas y que cuando pegó la vuelta 
en “U” fue sobre la Avenida Cabildo, en con-
tramano, se subió a la vereda y ahí le arre-
bató el celular, queriéndose ir por la calle 
Quesada en contramano.

A preguntas del Fiscal refirió que el telé-
fono no se rompió, solo se rayó la pantalla, 
que a él no le pasó nada, pero a su hermano 
se le inflamó la muñeca por el forcejeo, y le 
dolía la rodilla, ya que se había golpeado con 
la moto. Agregó que sobre la vereda no había 
mucha gente circulando.

A preguntas de la Defensa manifestó que 
él no vio cuando el imputado le intentó sa-
car el celular a su hermano, solo vio cuando 
éste agarró la moto. Agregó que el forcejeo 
se produjo cuando la persona le quiso sacar 
el celular, la persona que la conducía no des-
cendió por su propia cuenta, ellos le tiraron 
la moto al piso. Asimismo, refirió que no po-
día especificar cuando su hermano se golpeó 
la rodilla, pero cuando fueron a la casa tenía 
estos dolores.

Aclaró que no tenía puesto el caso en la ca-
beza; lo tenía en el manubrio y se cayó.

A preguntas manifestó que cuando esta-
ban forcejando el muchacho le sacó el ce-
lular de la mano a su hermano, éste tiró el 
celular para ver si ellos iban a buscarlo, que 
ellos prefirieron agarrarlo a él antes que al 
celular.

3. Ayudante J. G. Br.

Refirió que al momento del hecho y cuan-
do revistaba en la Comisaría de la Comuna 
13B, fue desplazada por una posible riña a la 
intersección de la Avenida Cabildo y Quesa-
da, luego le cambian el motivo y le dijeron 
por comando que allí se encontraba una per-
sona detenida por particulares.

Al arribar al lugar observó por la vereda 
de Quesada a un hombre boca abajo siendo 
retenido por dos muchachos, y al aproximar-
se le contaron que ese masculino le había 
arrebatado el celular a uno de ellos e intentó 
irse a la fuga a través de un motovehículo. Le 
comentaron que el hombre le arrebata el ce-
lular y al querer darse a la fuga uno de ellos 
lo corrió y le tiró del morral o la ropa para 
que se cayera la moto al piso.

En el lugar se labró un acta de secuestro 
de un morral y recordó que en su interior te-
nía como una docena de celulares, una bille-
tera, e incautó un motovehículo. Explicó que 
el imputado estaba dentro de sus cabales y 
comprendía lo que estaba pasando.

D) Incorporación por lectura y exhibición

Al debate se incorporaron: las actas de de-
tención y notificación de derechos y garan-
tías al imputado de fs. 4 y 22/23; acta de se-
cuestro de fs. 5; inventario de la motocicleta 
de fs. 8; informes médicolegales practicados 
sobre el imputado de fs. 19, 21 y 119; croquis 
de fs. 10 y 13; factura de la firma Personal 
presentadas por Sr. P. de fs. 33/34; vistas 
fotográficas de los elementos secuestrados 
de fs. 37/53; informe pericial de la billetera 
y su contenido junto a sus vistas fotográficas 
de fs. 138/142, las vistas fotográficas de los 
rasgos fisonómicos de B. de fs. 6/8, el certifi-
cado de antecedentes de fs. 13, 42 y el infor-
me socio ambiental de fs. 16/19 del legajo de 
personalidad.

A fojas 9 y 65 obran los dichos de R. D. O. 
quien en la primera refirió: “Que se hace presen-
te al local de esta dependencia policial con el fin 
de hacer constar que siendo el día de la fecha con 
23.00 hs. aproximadamente, mientras se encon-
traba junto a su hermano W. O., mayor de edad, 
caminando por la vereda de la arteria Cabildo 
hacia intersección de Quesada dirección a Manuel 
Ugarte, es que el declarante, con su mano dere-
cha, sacó de su campera su teléfono celular mar-
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ca Iphone X; abonado Nº ..., momento en el cual 
fue sorprendido por un masculino con casco color 
negro, el cual lucía Jean color azul, campera azul 
y buzo color bordo tipo canguro, zapatillas color 
negra, a bordo de un motovehículo color negra 
Honda Tornado, 250 CC, quien le arrebato de su 
mano su teléfono celular, e intentó darse a la fuga, 
bajando al asfalto de Cabildo intentando tomar 
por Quesada de contramano. Es en ese momento 
en el que, junto a su hermano, procedieron a aga-
rrar al delincuente para impedir que se fugue con 
su teléfono celular que ya estaba en su poder. Que 
debido a la resistencia del imputado y al forcejeo, 
el masculino perdió el control de la moto y cayó al 
suelo, por lo que aprovecharon dicha circunstan-
cia para retenerlo. En cuanto a su teléfono celu-
lar, el mismo cayó al suelo. Luego, concurrió al lu-
gar personal policial, quienes tomaron interven-
ción en el sitio, solicitando ambulancia de SAME, 
que trasladó al detenido, ya que acusaba dolores 
producto de la caída. Preguntado al dicente de si 
sufrió lesión, refiere que en este momento y luego 
de ocurrido el hecho, siente dolencias en su muñe-
ca derecha y su rodilla izquierda... Preguntado de 
si puede aportar demás características del sujeto 
en cuestión, refiere que una vez que se le cayó el 
casco, observó que el mismo tenía tez color blan-
co, pelo corto castaño claro, nariz puntiaguda, de 
1,80 metros de altura aproximadamente, contex-
tura física gordo...”.

En la declaración de fs. 65, refirió: “... iba 
caminando por la vereda de la avenida Cabildo 
en dirección a la calle Quesada de esta ciudad. 
Yo llevaba mi celular marca IPhone con funda 
color azul en mi mano derecha. Mi hermano W. 
iba un poquito más adelante. De repente, siento 
que me arrebataron el celular de mi mano y cuan-
do miro veo que un hombre a bordo de una moto. 
Este sujeto había subido a la vereda previamente. 
No advertí eso, pero lo presumo porque me sacó 
mi celular cuando yo estaba sobre la vereda. Ese 
hombre tenía colocado un casco negro. Estaba 
vestido con un buzo bordó y una campera azul y 
jean azul medio gastado. La moto no tenía colo-
cada la patente correspondiente. Yo reaccioné 
enseguida y me aferré fuertemente a la parte 
trasera de la moto. Eso pasó justo en la esquina 
de la avenida Cabildo y Quesada. Mi hermano 
se da vuelta y se da cuenta de la situación. For-
cejeamos un poco, el tipo tira el celular e intentó 
fugarse con la moto hacia la calle Quesada, pero 
no lo dejamos. Para impedir la fuga, lo tiramos 
de la moto. Él no estaba en movimiento y cayó al 
suelo. Ahí llamamos a la policía. No advertí que 
ese hombre tuviera un arma. Después la policía 
se hizo cargo del procedimiento. Después noté que 
ese hombre tenía un bolso con varios celulares en 
su interior. No advertí que el sujeto estuviera dro-
gado o alcoholizado. Nunca golpeamos al sujeto. 
Solo lo arrojamos de la moto para impedir que me 
robara mi celular...”.

E) Alegatos

Producido el debate, el Señor Fiscal Gene-
ral, Dr. Guillermo Morosi, refirió que tenía 
por probado que el imputado se apoderó de 
un teléfono celular marca Apple Iphone X 
perteneciente a J. P. P., que ocurrió el día 13 
de abril de 2018, a las 22 horas, en la calle 
Salguero entre las calles Charcas y Güemes 
de esta ciudad. Ocurrió en ocasión en que P. 
se encontraba transitando por Salguero uti-
lizando su teléfono celular cuando el encar-
tado que tripulaba una moto y tenía un cas-
co puesto, circuló por la vereda desde atrás 
del señor P. en la moto color negro Honda 
Tornado 250 cc. sin dominio colocado. Subió 
a la vereda, pasó por detrás de la víctima 
y aprovechando la aceleración del rodado, 
tomó violentamente el aparato que P. tenía 
entre sus manos y que estaba utilizando, tras 
lo cual se dio a la fuga por la calle Güemes 
hasta ser perdido de vista. No obstante, esto, 
la víctima, horas después y a través del siste-
ma de rastreo satelital que tiene la compañía 
fabricante pudo determinar que el teléfono 
se encontraba incautado en la entonces Sec-
cional 35ª de la Policía de la ciudad de Bue-
nos Aires, Comuna 13B actual, donde se pre-
sentó, lo reconoció y al día siguiente le fue 
entregado.

Por otro lado, se atribuye y se encuentra 
acreditado que el señor B. el mismo día 13 
de abril de 2018, una hora después intentó 
apoderarse del teléfono celular Apple Ipho-
ne X con funda azul, perteneciente y que era 
utilizado por el señor R. D. O. En esta otra 
oportunidad, la víctima se encontraba tam-
bién sobre la vereda, en el cruce de la aveni-
da Cabildo y Quesada junto con su hermano 
W., cuando fue abordado B. a bordo del ci-
tado motovehículo, quien le sustrajo el apa-
rato aludido de sus manos. No obstante, O. 
reaccionó inmediatamente, logró aferrarse 
a la parte trasera de la moto, produciéndo-
se un forcejeo con B. que intentaba fugar, y 
R., secundado por su hermano, que culminó 
cuando ellos lograron que la moto cayera al 
piso y retener al acusado hasta que se hi-
ciera presente la prevención. La oficial Br. 
secuestró un morral que llevaba consigo el 
imputado, secuestró la moto, y dentro del 
morral, además de una billetera con dinero 
y documentación se encontraban varios te-
léfonos celulares.

El Fiscal entendió que los hechos descrip-
tos hallan encuadre jurídico en la figura de 
robo simple en concurso real con robo sim-
ple en grado de tentativa, con cita a los ar-
tículos 42, 45 y 164, por los que deberá res-
ponder como autor penalmente responsable.

Finalmente, solicitó al Tribunal que im-
ponga a L. S. B. la pena de tres años de 
prisión en suspenso y costas, por resultar 
autor de los delitos de robo simple y robo 
simple en grado de tentativa, que concurren 
realmente entre sí. Puso de relieve que la 
condicionalidad de la pena merita en la ca-
rencia de antecedentes del imputado. Ade-
más, solicitó que se le imponga, como reglas 
de conducta, por el período de tres años y 
seis meses, la obligación de fijar residen-
cia, someterse al cuidado de un Patronato 
y a realizar tareas comunitarias a razón de  
4 horas por mes.

A su turno, alegó el Sr. Defensor Particu-
lar, Dr. S. R., quien refirió que hay hechos no 
controvertidos, que fueron reconocidos por 
B. en la audiencia, y que no revisten análi-
sis. Añadió que la controversia, tiene que ver 
con arrancar con el final; lo que más interesa 
a un justiciable, la pena que deberá padecer 
por su conducta. Esto es lo central. Y hay 
cuestiones de dominio público, de las que no 
nos podemos ver desprovistos de lo que pasó 
últimamente con B. Hoy a la luz de la preten-
sión de la Fiscalía se pretende ejemplificar 
para el día de mañana.

El Dr. R. sostuvo que los desapodera-
mientos debían calificarse como hurto, des-
cartando la violencia que exige la figura del 
robo. Luego de ello, alegó su discrepancia 
con los agravantes tenidos en cuenta por el 
Ministerio Público Fiscal.

Añadió que la justicia de los medios conside-
ra a B. como el motochorro liberado y vuelto a 
liberar, y se está buscando dar una respuesta 
a la opinión pública de que el Estado, los ope-
radores judiciales, el Poder Judicial, respon-
den a la situación y lo dejan detenido. No es 
el caso porque la Fiscalía pidió una pena de 
tres años en suspenso, pero no desconociendo 
el proceso que viene detrás. La magnitud del 
injusto no es de una gravedad superior a los 
precedentes mencionados; por lo que, dada la 
situación personal de B., imponerle una pena 
de 3 años sin dudas viola el principio de cul-
pabilidad. Finalmente, la defensa propuso al 
Tribunal que se imponga a B. una pena de seis 
meses de cumplimiento en suspenso.

Considerando:

Primero:

Materialidad y autoría

En base a las probanzas colectadas en el 
transcurso del debate tengo por acreditado 

respecto del imputado L. S. B. la comisión 
de dos hechos delictivos. El primero de ellos 
respecto de J. P. P., quien mediante violencia 
física en las personas fue desapoderado de 
celular marca “Apple iPhone X”.

Que dicho evento, ocurrió el día 13 de abril 
de 2018, alrededor de las 22.00 hs., en la in-
tersección de las calles Salguero entre Char-
cas y Güemes de esta ciudad, ocasión en que 
el encartado a bordo de la motocicleta marca 
Honda Tornado 250 cc tras subir a la vereda 
a gran velocidad le arrebató el celular que 
aquel portaba consigo y se hallaba usando.

El segundo de los hechos, que damnificó a 
R. D. O. a quien se intentó desapoderar me-
diante fuerza física en las personas del celu-
lar marca “Apple iPhone X”. En esa ocasión 
el 13 de abril de 2018, alrededor de las 23.00 
hs., el encartado B. quien circulaba por la 
Avenida Cabildo y tras efectuar una manio-
bra prohibida por las normas de tránsito con 
la motocicleta subió a gran velocidad a la ve-
reda y arrebato el celular que aquel portaba 
consigo y se hallaba utilizando.

Que al intentar darse a la fuga y debido a 
la rápida acción del damnificado que logro 
asir la motocicleta, el encartado cayó al piso 
y fue aprehendido sin que pudiera consumar 
el delito.

A más allá de la confesión calificada que 
prestara el encartado en el acto de la indaga-
toria, en la cual si bien reconoció la comisión 
de los ilícitos que se le reprochaban preten-
dió atenuar su responsabilidad sosteniendo 
que no había ejercido violencia contra aqué-
llos, hemos podido escuchar en juicio los tes-
timonios de J. P. P. y W. M. O.

El primero de aquellos, J. P. P., refirió: “...
que se encontraba en el departamento de su no-
via, por lo que se dirigió en colectivo a Salguero 
y Güemes. Que una vez que llego ahí, y mientras 
que se encontraba con el celular en la mano y 
con los auriculares puestos, lo llamó avisándole 
que estaba en la puerta del edificio, y que en un 
momento muy rápido sintió un ruido fuerte de 
una moto que venía por la vereda. Él se encon-
traba de espaldas por donde vino la moto y por 
ende fue todo muy rápido. La persona que pasa-
ba con la moto le agarró el celular de la mano, 
se lo sacó y salió muy rápido, fue en cuestión 
de unos segundos; intentó correrla, pero acele-
ró mucho. No lo pudo identificar salvo que era 
una moto negra, y que cuando ésta llegó hasta 
la esquina de Güemes, dobló y la perdió de vista. 
Agregó que él estaba por Salguero y la moto se 
fue por Güemes en el sentido del tránsito...”.

Respecto de W. M. O. manifestó: “...Que 
salieron cerca de las 18:00 horas caminando 
por la Av. Cabildo hasta la esquina de Quesa-
da, iban caminando hacia Juramento, él pasó 
la esquina, y su hermano se quedó mandando 
un mensaje. Ahí observó a un muchacho con la 
moto por Cabildo rumbo hacia la General Paz; 
entonces pegó una vuelta en ‘U’ y le arrebató el 
celular. Su hermano agarró la moto para que 
no avance, mientras que él se volvió y lo ayudó, 
tirándolo de la moto. La persona se resistía, por 
lo que lo retuvieron entre los dos, hubo un for-
cejeo y se llamó a la policía. Su hermano tenía 
un Iphone X”. Agregó que: “...que la persona 
que iba en la moto tenía una campera grande, 
un buzo, zapatillas y que cuando pegó la vuelta 
en ‘U’ fue sobre la Avenida Cabildo, en contra-
mano, se subió a la vereda y ahí le arrebató el 
celular, queriéndose ir por la calle Quesada en 
contramano...”.

Con anuencia de las partes se incorpora-
ron los dichos de R. D. O. en cuanto refirió: 
“... iba caminando por la vereda de la avenida 
Cabildo en dirección a la calle Quesada de esta 
ciudad. Yo llevaba mi celular marca IPhone 
con funda color azul en mi mano derecha. Mi 
hermano W. iba un poquito más adelante. De 
repente, siento que me arrebataron el celular 
de mi mano y cuando miro veo que un hombre 
a bordo de una moto. Este sujeto había subido 

a la vereda previamente. No advertí eso, pero 
lo presumo porque me sacó mi celular cuando 
yo estaba sobre la vereda. Ese hombre tenía 
colocado un casco negro. Estaba vestido con un 
buzo bordó y una campera azul y jean azul me-
dio gastado. La moto no tenía colocada la pa-
tente correspondiente. Yo reaccioné enseguida y 
me aferré fuertemente a la parte trasera de la 
moto. Eso pasó justo en la esquina de la avenida 
Cabildo y Quesada. Mi hermano se da vuelta 
y se da cuenta de la situación. Forcejeamos un 
poco, el tipo tira el celular e intentó fugarse con 
la moto. Él no estaba en movimiento y cayó al 
suelo. Ahí llamamos a la policía... Después noté 
que ese hombre tenía un bolso con varios celula-
res en su interior. No advertí que el sujeto estu-
viera drogado o alcoholizado. Nunca golpeamos 
al sujeto. Solo lo arrojamos de la moto para im-
pedir que me robara mi celular...”.

Por último, pudimos escuchar en debate el 
testimonio de la Oficial J. G. Br. quien recor-
dó que mientras se desempeña como Jefe de 
Servicio Externo en la Comisaría de la comu-
na 13B, fue desplazada a la intersección de la 
Avenida Cabildo y Quesada por la detención 
de un masculino efectuada por particulares. 
Arribada al lugar las personas que retenían a 
B. le contaron que momentos antes este hom-
bre le había arrebatado el celular y al querer 
darse a la fuga, fue asido y cayó al piso. Por 
último, refirió que se labró el acta de estilo 
secuestrándosele un morral que contenía en 
su interior una docena de celulares.

También contamos en juicio con el acta de 
secuestro de los celulares, el inventario de la 
motocicleta marca Honda Tornado 250 cc, 
el croquis del lugar de los hechos, la factura 
de la firma Personal perteneciente al dam-
nificado P., las vistas fotográficas de los ele-
mentos secuestrados y los informes médicos 
que tendieron a acreditar que al momento de 
la aprehensión el encartado se hallaba vigil, 
orientado en tiempo y espacio.

Todos los elementos colectados permiten 
tener acreditada la materialidad de los he-
chos reprochados al B.

Significación jurídica

Acreditada la materialidad de los hechos 
que se imputan al encartado, la conducta 
atribuida a éste, puede subsumirse en la des-
cripción típica de los arts. 42, 45, 55 y 164 del 
Código Penal y en consecuencia considerar-
se constitutiva de delito de robo simple en 
concurso real con robo simple en grado de 
tentativa; acogiéndose así la calificación pos-
tulada por el Ministerio Público Fiscal.

La defensa particular objetó en su alegato 
dicha calificación.

El planteo defensista se centra en señalar 
que la figura adecuada al caso no es aquella 
que se ha adoptado, sino que corresponde 
tipificar la conducta de su pupilo como cons-
titutiva de hurto simple en concurso real con 
hurto simple tentado (arts. 42, 45, 55 y 162 
del CP) sosteniendo, contra la realidad de 
las cosas, que B. en ambos casos se apoderó 
de los celulares sin desplegar violencia física 
contra las personas de J. P. P. y de R. D. O.

Sustenta sus dichos en un sorprendente 
y solitario fallo reciente de la Sala de Feria 
“A” de la Cámara Nacional de Apelaciones 
en lo Criminal y Correccional, en el cual, dos 
de sus Jueces —por mayoría, resuelven en 
consecuencia en un caso que presentaría se-
mejanzas con el que nos ocupa. (Conf. C.C.C. 
Sala de Feria A Nº 78.461/2018/CA3, A., J. 
R. procesamiento y monto de embargo, del 
15 de enero de 2019, voto de los Sres. Jueces 
Dres. Magdalena Laíño y Pablo Guillermo 
Lucero, disidencia del Sr. Juez Dr. Hernán 
Martín López).

Ahora bien, debo señalar en principio que 
tal como ha sido descripto al analizar la ma-
terialidad de los hechos, ninguno de los dos 
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damnificados fueron desapoderados por B. 
en virtud de un acto de destreza, sin que 
aquellos lo hubieran advertido, como por 
ejemplo tiene lugar cuando el sujeto activo 
realiza la actividad delictiva que en la jerga 
policial se denomina “punguista”.

Tampoco B. aprovechó algún descuido o 
distracción de P. o de O. para quitarles los 
aparatos, como podría ser el caso de quien 
deja un celular apoyado en la mesa de un bar 
o sobre un mostrador, circunstancia aprove-
chada por el caco para apoderarse del apa-
rato.

Por el contrario, en ambos casos el encar-
tado, que conducía una potente motocicleta 
Honda Tornado 250 cc (“... La potencia y 
versatilidad de la nueva Honda XR 250 Tor-
nado la convierten en una motocicleta con 
dos personalidades que conviven en perfecta 
armonía. Se desplaza con total naturalidad 
en el día a día como una ágil moto de calle 
y ofrece una increíble explosión de adrena-
lina en cada salida offroad. ..., conf. https://
hondaguillon.com.ar/productos/motos/xr250
tornado), encaró contra aquellos a alta ve-
locidad, subiéndose a la vereda para arre-
batarles el aparato que cada uno utilizaba 
mientras caminaba. Incluso, en el caso de O. 
una vez logrado el desapoderamiento, éste 
intentó impedirle consumar el delito y que 
se diera a la fuga, ocasión en que se lesionó 
levemente la rodilla y el brazo, tal como des-
cribió en juicio el testigo W. M. O.

En ambos supuestos la modalidad delicti-
va consumada en uno y tentada en el otro, 
puedo catalogarse como lo que comúnmente 
se denomina como “arrebato”, en tanto que 
“arrebatar” es la acción que el diccionario de 
la Real Academia Española, en su primera 
acepción, define como consistente en “quitar 
con violencia o fuerza” (Conf. https://dle.rae.
es/?id=3h6ciLB).

En ese marco, no creo equivocarme en 
señalar que la discusión que introduce la de-
fensa de confianza del encartado, letrado de 
desempeño habitual en el fuero y conocedor 
de la materia, no es más que un vano intento 
discursivo desplegado para obtener una pena 
de menor cuantía a la solicitada por el Sr. 
Fiscal, por cuanto los argumentos que expu-
so al contestar la Acusación, hace decena de 
años han sido refutados por la doctrina penal 
y, en forma seria, por la casi totalidad de la 
Jurisprudencia de los distintos Tribunales 
del país, en sus distintas instancias (Fontán 
Balestra menciona un único caso anterior 
resuelto en forma similar al traído por la de-
fensa en el año 1968, en “Tratado de Derecho 
Penal”, T. V, p. 542, Ed. AbeledoPerrot, crite-
rio que prontamente fue abandonado).

En efecto, tradicionalmente se ha discuti-
do acerca de la diferencia entre el hurto y el 
robo sobre la base de la violencia en las per-
sonas o fuerza en las cosas; debiéndose con-
siderar que el robo, si bien tipificado como 
figura autónoma, no es más que un hurto 
calificado.

Cuando el hurto se comete con violencia 
física en las personas, la ley agrava la con-
ducta porque tiene en cuenta que el autor 
no sólo puso en peligro bienes jurídicos de 
naturaleza patrimonial sino otros de muy 
alto valor que atienden a la incolumidad de 
la víctima.

Enseñaba Soler que en esos casos entra 
en consideración no sólo el peligro de daño 
para el cuerpo o en la salud, sino también 
la libertad de disposición, puesto que la vio-
lencia interviene para anular la libertad de 
la víctima (Conf. Soler, Sebastián, “Derecho 
Penal Argentino”, Tomo IV, p. 247, Ed. Tea; 
En igual sentido: Fontán Balestra, C., ob. cit., 
T. V, p. 530, Ed. AbeledoPerrot).

En consecuencia, ¿puede afirmarse válida-
mente que quién se ve objeto de la acción de 

un individuo que, con el rostro cubierto por 
un casco, avanza contra si en una motocicle-
ta a alta velocidad, que sube —en forma an-
tirreglamentaria en la conducción de vehícu-
los automotores— a la vereda por donde ve-
nía caminando, invadiendo sorpresivamente 
el espacio exclusivo reservado al peatón, y 
que de un manotazo arranca el celular que 
éste portaba en la mano, ha actuado volun-
tariamente y sin ser objeto de violencia? El 
sentido común, respecto del que alguna vez 
se ha dicho que se presenta como el menos 
común de los sentidos, parecería indicar que 
no.

Existe una vinculación objetiva y subjetiva 
de la violencia desplegada con el desapode-
ramiento.

Y esto es así, porque el concepto de violen-
cia física no debe considerarse en forma es-
trecha, sino que debe entenderse compren-
dido dentro del concepto de violencia física 
“... no solamente la acción que recae sobre 
la víctima puramente como cuerpo, con ab-
soluta prescindencia de su voluntad, sino 
también aquella que quebranta o paraliza 
la voluntad del sujeto, sin motivarla”. (Conf. 
Soler, Sebastián, ob. cit., p. 251).

Bien se ha dicho que integra ese concepto 
de violencia como “vis física”, “... la “vis ab-
soluta” como la “vis compulsiva”, esta últi-
ma consiste en el empleo de violencia o en la 
amenaza de empleo inmediato de violencia” 
(Conf. Fontán Balestra, ob. cit., p. 538), que 
afecta la libertad de opción de la víctima al 
“...ponerla ante un riesgo objetivo de sufrir 
un daño vital inmediato. (Conf. Donna, E. A. 
en “Derecho Penal - Parte Especial T. IIB, 
p. 115, Ed. RubinzalCulzoni).

En tal sentido, la jurisprudencia ha sos-
tenido que “... la violencia constitutiva del 
robo, como ilícito penal, comprende también 
la vis compulsiva, consistente en la presen-
te e inmediata amenaza de su empleo, in-
tegrándose por tanto no solamente con la 
fuerza que recae sobre la víctima puramente 
como cuerpo vis absoluta, sino aquella vio-
lencia que quebranta o paraliza la voluntad”. 
(Conf. jurisprudencia citada por Romero 
Villanueva, Horacio J. en Código Penal de la 
Nación - Anotado”, p. 608, Ed. Lexis Nexis).

Así, quien avanza contra una víctima, 
valiéndose del poder que le proporciona la 
velocidad y potencia de una motocicleta, 
invade sorpresivamente al espacio de cir-
culación que las leyes reglamentarias de 
tránsito le acuerdan al otro y arrebata el ce-
lular que éste portaba en su mano, comete 
un robo y no un hurto, porque esa conducta 
implica el empleo de una auténtica violencia 
personal, aunque no haya sido necesario un 
gran despliegue de fuerza real para lograr 
el desapoderamiento. (Conf. D’Alessio, A. 
D. y Divito, M. en “Código Penal de la Na-
ción”, T. II, 2ª Edición, p. 592, Ed. LA LEY, 
2009; Fallos: Cámara Nacional de Apelacio-
nes en lo Criminal y Correccional, Sala VI 
[JF], causa Nº 687/2012, “Ravello Benítez, 
B. S. s/ inc. de excepción de incompeten-
cia”, Juzg. Instr. 16, del 25 de junio de 2012; 
en igual sentido Cámara Nacional de Ape-
laciones en lo Criminal y Correccional, Sala 
6, CCC50538/2015/CA1, c. T., L. G.” del 12 
de noviembre de 2015; Cámara Nacional de 
Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 
Sala 6, CCC 66700/2016/CAI [TMO], c. G., 
A. A. del 20 de febrero de 2017; Cámara Na-
cional de Casación en lo Criminal y Correc-
cional, Sala 2, CCC 65083/2014/TO1/CNC1, 
reg. 469/2016, en especial voto del Sr. Juez 
Dr. Eugenio C. Sarrabayrouse).

Para finalizar. no debe perderse de vista 
que en el caso que se refiere el damnificado 
O., el encartado no sólo arrebató el celular 
de las manos de aquél sino que, luego, ejerció 
fuerza al forcejear para terminar de consu-
mar la apropiación y para intentar huir del 
lugar; en ambas circunstancias puede decir-

se que la conducta puede subsumirse en la fi-
gura del robo por cuanto violencia física con-
tra las personas, lo mismo que la fuerza en 
las cosas, poseen igual efecto si es ejecutada 
antes del robo para facilitarlo, en el acto de 
cometerlo y hasta después de cometido, para 
lograr el fin propuesto o la impunidad, razón 
por la cual se ve refutado el argumento del 
Sr. Abogado de confianza en cuánto que en 
el hecho que fue damnificado O. el forcejeo 
con entre B. y aquél solo tuvo lugar cuando 
éste ya había sido desapoderado.

Tercero: Graduación de la pena

Señalado el hecho por el cual debe res-
ponder el acusado, y su encuadre jurídico, 
resta determinar el monto de la sanción que 
corresponde imponerle de la totalidad de las 
pautas establecidas en los arts. 40 y 41 del 
CP.

En ese sentido, amén de la consideración 
he tenido en cuenta:

I. Eximentes:

No existen eximentes de responsabilidad 
del acusado en los hechos que se le repro-
chan, como así tampoco han sido alegados 
por las partes.

II. Atenuantes:

Habré de considerar como tal la falta de 
antecedentes condenatorios anteriores, esto 
es, la calidad de primario, conforme surge 
del certificado de antecedentes obrante en 
su legajo para el estudio de la personalidad 
y la circunstancia de que sólo alcanzara a 
completar la escolaridad primaria.

No habré de considerar como atenuante 
la circunstancia propuesta por el Sr. Fiscal 
General en cuanto a que el acusado posee 
una hija menor de edad, por el contrario, 
aquellos que somos padres debemos llevar 
adelante conductas que no pongan en una 
situación de desamparo a los hijos, tal como 
ocurriría en el caso en que B. resulte conde-
nado en algunos de los procesos que actual-
mente tiene en trámite por los numerosos 
robos que habría cometido y deba cumplir 
pena de prisión efectiva por ello.

Sí habré de considerar como tal la circuns-
tancia de que ambos aparatos que fueron 
sustraídos pudieron ser finalmente recupe-
rados por sus dueños, aunque en el caso de 
O. y según refiriera W. M. O. el celular de su 
hermano sufrió un rayón en la pantalla.

III. Agravantes:

No obstante que la ley parifica las penas 
en el caso en que el robo se realiza con fuerza 
en las cosas con aquél en que la violencia es 
física contra las personas, al momento de la 
individualización judicial se debe atender al 
mayor contenido del injusto y al peligro co-
rrido por la víctima como consecuencia del 
accionar desplegado por el encartado para 
consumar el apoderamiento.

En efecto, en ambos casos el encartado 
avanzó, aquellos a bordo de una poderosa 
motocicleta, con el riesgo que existió de em-
bestirlos.

Y por ese mismo motivo debe tenerse 
como agravante de la conducta reprochada 
la conducción riesgosa de un vehículo auto-
motor, ya que he señalado reiteradamente 
que B., para consumar los apoderamientos, 
con una motocicleta de poderosa cilindra-
da subió a velocidad a la vereda por donde 
aquellos caminaban.

Hemos podido escuchar el relato de P. en 
cuanto luego de haberle quitado el celular, 
aquél aceleró y se escapó continuando la 
marcha a gran velocidad por la vereda, al 
punto que casi embistió a otro peatón.

En el caso que damnificó a R. D. O., el tes-
tigo W. M. O. refirió que no sólo aquél se su-
bió a la vereda con la moto, dobló en “U” en 
plena avenida Cabildo y, luego, al pretender 
escaparse intentó hacerlo por la calle Quesa-
da en contramano.

Basta analizar el intenso tránsito de auto-
motores que circula por esa avenida a cual-
quier hora del día, no podemos dejar de se-
ñalar la conducta descripta como temeraria, 
ya que no son pocos los casos en que, por la 
conducción riesgosa de un vehículo automo-
tor, al momento o después de cometer un he-
cho delictivo, se producen desenlaces fatales 
aún mucho más graves que el hecho que le 
dio origen.

Atendiendo que el hecho que damnificó a 
P. ocurrió a las 22 hs., en tanto el que damni-
ficó a O. ocurrió a las 23 hs., habré de consi-
derar como agravante la “nocturnidad”, tal 
como solicita el Sr. Fiscal General, no cabe 
duda que las horas de la noche fueron busca-
das por el encartado deliberadamente para 
pasar desapercibido y actuar con mayor im-
punidad, finalidad que incluso denotaba la 
ropa oscura que vestía y el casco con vidrio 
oscuro que cubría su rostro.

Por último, al deponer en declaración in-
dagatoria en la etapa anterior el encartado 
señaló haber actuado porque su situación 
económica “era desastrosa” (fs. 80 vta.), lo 
cierto es que en juicio reconoció que traba-
jaba como delivery y que “percibía mensual-
mente $25.000, con la posibilidad de incremen-
tar su salario si realizaba horas extras”; de lo 
que se traduce que la situación de penuria 
económica que expuso era falaz, que no te-
nía ninguna dificultad de ganar su sustento y 
que actuó con un exclusivo afán de lucro que 
conlleva a calificar la conducta reprochada.

En base a dichas consideraciones y, to-
mando en cuenta que la pena posible a im-
poner al encartado, atendiendo al concurso 
de delitos reprochado va de 1 mes de mínimo 
a 10 años de máximo, el monto que tres años 
que solicita el Sr. Fiscal General se encuen-
tra adecuado a los marcos legales, habiéndo-
se expedido aquél en el sentido que resultaba 
acorde a las características del caso y la per-
sonalidad del encausado.

En cuanto a la modalidad de cumplimiento 
de la pena de prisión, puesto que así se ha so-
licitado expresamente corresponde dejarla 
en suspenso (art. 26 del CP).

De conformidad a lo normado por el art. 27 
bis del Código Penal, corresponde imponer al 
acusado, conforme a lo requerido por el Mi-
nisterio Público Fiscal, las siguientes obliga-
ciones:

a. Fijar residencia y someterse al cuidado 
del patronato de liberados.

b. Realizar trabajos no remunerados a fa-
vor de instituciones de bien público o esta-
blecimientos educacionales conforme esta-
blezca el patronato de Liberados, con noticia 
al Tribunal, en las inmediaciones del lugar 
de residencia del acusado, fuera de los hora-
rios habituales de trabajo y por espacio de 4 
horas mensuales.

Ambas obligaciones por el término de 
tres (3) años. Ahora bien, habiendo formu-
lado el Ministerio Público Fiscal un pedido 
de pena e indicado una modalidad concreta 
de cumplimiento, el suscripto se ve impe-
dido de imponer una pena mayor al encar-
tado o adoptar una modalidad distinta de 
cumplimiento a la pedida por el Sr. Fiscal 
General a riesgo de incurrir en “ultra pe-
tita”, límite que me impone respetar el ca-
rácter acusatorio que rige en esta etapa del 
proceso (Conf. SCJN, “Amodio, Héctor L. 
s/ causa” Nº 5530” 12/06/2007 - voto de los 
Sres. Jueces Dres. Lorenzetti y Zaffaroni. 
También en Cámara Federal de Casación 
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Penal., Sala: II. - Jueces Dres. Slokar, Fi-
gueroa, Ledesma, causa Nº 12.945. “Saa-
vedra, Juan C. y otros s/ recurso de casa-
ción”, registro Nº 19.656.2. del 09/02/2012; 
Cámara Federal de Casación Penal, Sala IV 
- Jueces Dres. Hornos, Gemignani, Borins-
ky, causa Nº 13.938, “Benítez Días, Shiva 
N. y otros s/ rec. de casación”, Registro nº 
78.14.4 del 12/02/2014 y muchas otras. En 
igual sentido “Imposición de una pena su-
perior a la requerida por el Sr. Fiscal. Prin-
cipio Acusatorio. Límites” en http://www.
pensamiento-penal.com.ar/fallos/44685
imposicion-pena-superior-requerida-fiscal-
principio-acusatorio-limites, con mención al 
fallo del Superior Tribunal de Justicia de la 
Provincia de San Luis, causa “G., E. A. Av. 
homicidio calificado en tentativa recurso 
de casación”, rta. el 09/01/2017).

No ocurre lo mismo, con la imposición de 
reglas de conducta que establece el art. 27 
bis del CP, por cuanto condenado el reo a 
pena de ejecución condicional la ley penal 
autoriza al Juez a adoptar todas aquellas 
reglas que resulten útiles para prevenir la 
comisión de otras conductas ilícitas.

Consecuentemente, teniendo en consi-
deración los fundamentos que he expuesto 
para calificar la conducta reprochada por 
la conducción temeraria de una motocicle-
ta que puso en riesgo a terceros y que el 
encartado, tras recuperar su libertad en la 
anterior instancia se habría visto envuelto 
en otros hechos de similares característi-
cas a los que nos ocupan, por los que se en-
cuentra procesado (causa Nº 33.607/2018 y 
52.759/2019 del registro del Juzgado Nacio-
nal en lo Criminal y Correccional Nº 18 de 
esta ciudad), ocasión en la que protagonizó 
un violento accidente de tránsito a resul-
tas del cual fue nuevamente aprehendido, 
corresponde adicionar a la reglas solicita-
das por el Sr. Fiscal General y por el plazo 
mínimo de 2 años que establece la ley, la 
prohibición absoluta de conducir vehículos 
automotores de cualquier tipo.

Cuarto: Costas

En atención al resultado del juicio, el con-
denado deberá hacerse cargo de las costas 
del proceso (artículos 29, inciso 3º del CP y 
530 y 531 del CPPN).

Por ello, corresponde intimar al encarta-
do B. que dentro del quinto día de adquirir 
firmeza la sentencia reponga en autos la 
suma de $69,67 correspondiente a la tasa 
de justicia, bajo apercibimiento de aplicár-
sele una multa correspondiente al 50% de 
la tasa omitida.

Consecuentemente el Tribunal, resolvió: 
I. Condenar a L. S. B., de las demás condi-
ciones personales obrantes en autos, por 
resultar autor penalmente responsable del 
delito de robo en concurso real con el deli-
to de robo en grado de tentativa, a la pena 
de tres años de prisión en suspenso y costas 
(artículos 26, 29 inciso 3º, 42, 45, 55 y 164 
del Código Penal de la Nación). II. Sujetar 
la condicionalidad de la pena impuesta a L. 
S. B. disponiendo que, durante el plazo de 
tres años, conforme lo preceptuado por el 
artículo 27 bis del CP: a) fije residencia y se 
someta a la supervisión de la Dirección de 
Control y Asistencia de Ejecución Penal;  
b) realice ciento cuarenta y cuatro horas de 
trabajo no remunerado a favor de la comu-
nidad en una sede de Caritas cercana a su 
domicilio. Asimismo, se suspende condicio-
nalmente la ejecución de la pena, fijándose-
le por el plazo de dos años; c) la prohibición 
de conducir cualquier tipo de vehículo mo-
torizado. III. Intimar al condenado a que, 
dentro del quinto día de adquirir firmeza de 
la presente, abone la suma de $69,67 (pesos 
sesenta y nueve con sesenta y siete centa-
vos) en concepto de reposición de tasa de 
justicia, bajo apercibimiento de aplicárse-
le el 50% de multa en caso de no hacerlo.  

IV. Hágase saber a las víctimas los derechos 
que les confiere la ley 27.372. Regístrese en 
los libros correspondientes y una vez firme, 
ejecútese y comuníquese el resultado de la 
presente a los registros y organismos que 
correspondan, Fecho, archívese la causa. 
— Domingo L. Altieri.

Contrato  
de trabajo
Despido. Principio de proporcionalidad.

Hechos: La demandada despidió a la ac-
tora mediante carta documento en la cual 
se le imputa un incumplimiento al no res-
petar el protocolo de la empresa en cuan-
to a corroborar el DNI de la paciente y 
médico solicitante del estudio, antes de su 
entrega. El juez consideró que hubo “falta 
de contemporaneidad” entre la máxima 
sanción aplicada y la conducta reprocha-
ble endilgada. La Cámara confirmó la 
sentencia apelada.

1. -	 El despido de una trabajadora resulta 
injustificado, ya que si bien su accionar 
constituyó un incumplimiento que ne-
cesariamente impone una sanción —se 
le imputa no respetar el protocolo de la 
empresa antes de la entrega de un estu-
dio médico—, ello no justifica la adop-
ción de la máxima, teniendo en cuenta 
que se trata de una vinculación laboral 
de más de cinco años, en los cuales sin 
perjuicio de haber sido apercibida por 
otros reproches —que no han sido in-
vocados al momento de decidir la res-
cisión del vínculo— la decisión ruptu-
rista aparece reñida con el principio de 
proporcionalidad que debe guiar inelu-
diblemente la apreciación de la entidad 
de la injuria en los términos del art. 242 
de la LCT.

2. -	 El art. 132 bis de la LCT establece una 
sanción conminatoria mensual a pagar 
a favor del trabajador afectado, en caso 
de que el empleador —al momento de la 
extinción del contrato— no hubiese in-
gresado los aportes antes mencionados 
a favor de los organismos a los cuales 
estuviesen destinados y el decreto re-
glamentario 146/2001 (B.O.) aclara que 
para que la trabajadora tenga derecho 
a percibir esta sanción, debe intimar 
previamente al empleador para que, 
dentro del término de 30 días corridos 
contados a partir de la recepción de la 
intimación, ingrese los aportes reteni-
dos.

121.874 — CNTrab., sala IX, 19/02/2019. - 
Aguirre, Susana Luisa c. Diagnóstico por 
Imágenes de Alta Complejidad Dr. Dera-
gopyan S.A. s/ despido.

[Cita on line: AR/JUR/104/2019]

2ª Instancia. — Buenos Aires, febrero 19 
de 2019.

El doctor Fera dijo:

I. Contra la sentencia de primera ins-
tancia que hizo lugar al reclamo, recurren 
ambas partes según los escritos glosados a 
fs. 302/305 (actora) y fs. 306/310 (deman-
dada), presentación respondida solamente 
por la parte actora a fs. 342/345.

A fs. 300 apela sus honorarios la perito 
contadora, por estimarlos reducidos.

II. Por cuestiones de estricto orden me-
todológico, me abocaré en primer término 

al recurso deducido por la accionada ten-
diente a revertir la solución otorgada al 
fondo del asunto, que adelanto no recibirá 
favorable recepción.

Digo ello por cuanto, no se encuentra 
controvertido en estos actuados que la de-
mandada despidió a la actora, mediante 
carta documento de fecha 29 de septiem-
bre del 2011, en los términos transcriptos 
por el sentenciante de grado, mediante la 
cual se le imputa un incumplimiento acae-
cido con fecha 13/09/2011 (v. fs. 278 y CD 
glosada en sobre de fs. 5).

En tal sentido, estimo oportuno memorar 
que el despido, para tener efectos exone-
rantes de la obligación de indemnizar, re-
quiere el cumplimiento —entre otros— del 
recaudo de contemporaneidad entre la san-
ción y la conducta reprochable endilgada.

Desde tal óptica, comparto los fundamen-
tos expuesto en la sede de origen, en cuanto 
a que las particulares características que 
reviste el hecho controvertido en la especie 
me lleva a concluir en que la demandada 
no cumplió con el mencionado principio de 
contemporaneidad que debe existir entre el 
hecho invocado y la sanción decidida.

Digo ello por cuanto de las actuaciones 
se desprende que la demandada tomó cono-
cimiento de los hechos denunciados como 
causal del despido el día 19 de septiembre 
del 2011 (v. CD glosada en sobre de fs. 5), 
sin embargo, adoptó la medida rescisoria 
el día 29/09/2011, es decir 10 días después.

Arribado a este punto, y teniendo espe-
cialmente en cuenta, que no se discute el 
hecho en sí y la gravedad del mismo (no 
respetar el protocolo de la empresa en 
cuanto a corroborar el DNI de la paciente y 
médico solicitante del estudio, antes de su 
entrega, sino que la medida rescisoria fue 
adoptada 10 días después, por lo que con-
cluyo en la “falta de contemporaneidad” 
entre la máxima sanción aplicada y la con-
ducta reprochable endilgada; fundamental-
mente porque de los elementos reunidos en 
la causa no es posible inferir justificación 
alguna en la demora.

Sin perjuicio de lo expuesto, de todos mo-
dos la solución del caso no variaría, pues 
dicho accionar de la Sra. Aguirre constitu-
yó un incumplimiento que necesariamente 
impone una sanción, pero en mi opinión, 
no justifica la adopción de la máxima —el 
despido—, teniendo en cuenta que se tra-
ta de una vinculación laboral de más de 
cinco años, en los cuáles sin perjuicio de 
haber sido apercibida la actora por otros 
reproches —que no han sido invocados al 
momento de decidir la rescisión del víncu-
lo—, la decisión rupturista, aparece reñida 
con el principio de proporcionalidad que 
debe guiar ineludiblemente la apreciación 
de la entidad de la injuria en los términos 
del art. 242 de la LCT, y la posibilidad que 
brinda el ordenamiento de disponer me-
didas disciplinarias que pueden llegar a 
suspensiones de hasta 30 días (art. 220 de 
la LCT), previéndose de tal manera un ré-
gimen sancionatorio progresivo de índole 
eminentemente conminatoria (art. 67 de 
la LCT), en aras de plasmar las condicio-
nes más adecuadas para la prosecución del 
vínculo (art. 10 de la LCT). Máxime que la 
empresa no se vio afectada por el hecho.

En definitiva, aunque por los fundamen-
tos expuestos precedentemente, propongo 
confirmar la sentencia de grado en lo prin-
cipal que decide.

III. Tampoco merece aceptación la ob-
jeción de la parte actora tendiente a ob-
tener el cobro de la indemnización recla-
mada con sustento en el artículo 80 de la 
LCT —modificado por el artículo 45 de la 
ley 25.345—.

Lo digo, porque entiendo que —tal como 
afirmó el Sr. Juez “a quo”— no se cumplie-
ron en el caso los requisitos ineludibles 
previstos por las normas aplicables para la 
procedencia de la mentada indemnización, 
en particular con la intimación fehaciente 
requerida en los términos del art. 45 de la 
ley 23.545 y el decreto 146/2001.

Repárese en que no se ha demostrado 
en autos la autenticidad y recepción del 
telegrama de fecha 31/10/2011— acom-
pañado por el accionante en el inicio (ver 
sobre anexo de fs. 5)—, que fue expresa-
mente desconocido por la demandada en 
el responde —v. fs. 39— (cabe destacar 
que a fs. 210 no se tuvo por reconocida la 
documental indicada por la parte actora a 
fs. 207), no existiendo en autos otros ele-
mentos que acrediten tales extremos.

En consecuencia, dado que no se ha proba-
do en la especie que la actora hubiere conmi-
nado a su empleadora a la entrega de los cer-
tificados de trabajo —siendo este un recaudo 
necesario e ineludible para el progreso de la 
indemnización pretendida—, corresponde 
confirmar el rechazo del concepto bajo aná-
lisis decidido en la sede de origen.

IV. Igual suerte desestimatoria obtendrá 
el disenso de la parte actora con respecto 
a la sanción conminatoria dispuesta en el 
art. 132 bis de la LCT.

Digo ello por cuanto, el artículo citado es-
tablece una sanción conminatoria mensual 
a pagar a favor del trabajador afectado, en 
caso de que el empleador —al momento 
de la extinción del contrato—, no hubiese 
ingresado los aportes antes mencionados 
a favor de los organismos a los cuales es-
tuviesen destinados. A lo cual el Decreto 
Reglamentario nº 146/2001 (BO) aclara que 
para que la trabajadora tenga derecho a 
percibir esta sanción debe intimar previa-
mente al empleador para que, dentro del 
término de 30 días corrido contados a par-
tir de la recepción de la intimación, ingrese 
los aportes retenidos.

Desde esta óptica, toda vez que la accio-
nante no dio cumplimiento con la notifica-
ción que dispone el artículo citado “ut su-
pra”, por cuanto intimó con fecha posterior 
al distracto, amén de que en modo alguno 
puede entenderse que la intimación a la 
que alude el apelante que reza: “...ingrese 
los aportes retenidos en los términos del 
art. 132 bis LCT ...” (ver TCL 80297242 —de 
fecha 11/10/2011— fs. 209 y autenticidad de 
fs. 210), pueda entenderse como que recla-
ma el depósito de los aportes retenidos, 
voto por confirmar el rechazo del rubro ob-
jeto de reclamo.

V. Tampoco ha de innovarse en cuanto al 
disenso de la parte demandada tendiente a 
desestimar la aplicación de los accesorios 
fijados en origen (tasa e indexación), toda 
vez que, aun cuando asista razón al apelan-
te, lo cierto y concreto —para lo que aquí 
interesa— es que el recurrente no concre-
ta la medida del interés en la alzada, pues 
soslaya expresar cuál es el perjuicio que le 
causa la decisión que le fue adversa —in-
dexación y aplicación de una tasa de inte-
rés menor (12%)— frente a la tasa de inte-
rés Acta Nº 2601 que pretende se aplique, 
pero sin indexación alguna.

Se impone recordar en este aspecto que la 
expresión de agravios debe bastarse a sí mis-
ma, pues el Tribunal no puede ni debe ma-
nejarse a tientas como así tampoco suplir los 
agravios de las partes, toda vez que se estaría 
violando el debido proceso y la garantía cons-
titucional de legítima defensa de la contraria, 
principios por los que debe velar.

Por lo que habré de declarar desierto 
el recurso impetrado en este punto (cfr. 
art. 116, L.O.).
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VI. En cuanto a las apelaciones de ho-
norarios interpuestas por la perito con-
tadora —a fs. 300— y el Dr. F. G. S. —a 
fs. 304—, por estimarlos reducidos, cabe 
señalar que, teniendo en cuenta la calidad 
y el mérito de los trabajos cumplidos por 
los profesionales, cuyas regulaciones se 
cuestionan, apreciado en el marco del valor 
económico en juego y de conformidad con 
los parámetros arancelarios previstos en 
los arts. 6º, 7º, 8º y concs. de la ley 21.839, 
modificada por la ley 24.432, en especial, 
lo dispuesto por el art. 38 de la L.O., en mi 
opinión, los honorarios asignados a dichos 
profesionales lucen adecuados, razón por 
la cual, corresponde su confirmación.

VII. Sugiero imponer las costas originadas 
en esta sede a cargo de la parte demanda-
da vencidas en lo principal del reclamo (cfr. 
art. 68, 1º párrafo del Cód. Proc. Civ. y Com. 
de la Nación) y, a tal fin, regular los hono-
rarios de la representación letrada de cada 
parte, por sus actuaciones ante esta alzada, 
en el 25%, para cada una de ellas, de lo que, 
en definitiva, les corresponda percibir por 
sus trabajos en la instancia anterior (art. 14, 
ley 21.839).

El doctor Balestrini dijo:

Por compartir los fundamentos adhiero al 
voto que antecede.

El doctor Roberto C. Pompa no vota 
(art. 125, LO).

A mérito del acuerdo que precede el Tri-
bunal resuelve: 1) Confirmar la sentencia 
de grado en todo lo que decide y fuera ma-
teria de apelación y agravios; 2) Imponer 
las costas de la Alzada a la parte deman-
dada; 3) Regular los honorarios de la re-
presentación y patrocinio letrado de cada 
parte, por su actuación en esta alzada, en 
el 25% de lo que le corresponda a cada una 
de ellas por la anterior instancia; 4) Hága-
se saber a las partes y peritos que rige lo 
dispuesto por la Ley 26.685 y Acs. CSJN 
Nº 38/13, Nº 11/14 y Nº 3/15 a los fines de 
notificaciones, traslados y presentaciones 
que se efectúen. Regístrese, notifíquese y 
oportunamente devuélvase. — Álvaro E. 
Balestrini. — Mario S. Fera.

Delitos  
tributarios
Simulación dolosa de pago. Sobresei-
miento del imputado por aplicación de la 
ley 27.430. Ley penal más benigna

Hechos: El juez federal dispuso sobreseer 
al imputado por el delito de simulación do-
losa de pago en relación con el impuesto al 
valor agregado, al considerar aplicable la 
ley 27.430, por resultar la norma más be-
nigna. El Ministerio Público Fiscal inter-
puso recurso de apelación. La Cámara con-
firmó la decisión cuestionada.

	 Tratándose de la configuración del de-
lito de simulación dolosa de pago la 
ley 27.430 resulta aplicable en forma re-
troactiva, por ser más benigna con arre-
glo al art. 2º del Cód. Penal, ya que el le-
gislador ha tenido en miras la desincri-
minación de determinadas conductas 
que hasta la sanción de la mencionada 
ley constituían un delito penal. [1]

1 2 1 . 8 7 5  —  C F e d .  C ó r d o b a ,  s a l a  A , 
29/03/2019. - L., V. H. s/ simulación dolosa 
de pago.

[Cita on line: AR/JUR/2891/2019]

LL CONTEXTO DEL FALLO

Jurisprudencia vinculada
[1] En igual sentido. Entre otros: Cámara Fede-
ral de Apelaciones de Córdoba, sala A, “Pereyra, 
Liliana Patricia s/ evasión simple tributaria”, 
08/03/2018, AR/JUR/6864/2018.

LL COSTAS

Sin costas (arts. 530 y 531, CPPN)

2ª Instancia.— Córdoba, marzo 29  
de 2019.

Considerando: I. Con fecha 16 de octubre 
de 2018, el señor Juez Federal de Villa Ma-
ría dictó la resolución cuya parte dispositi-
va ha sido transcripta precedentemente.

Para así resolver sostuvo que en función de 
la modificación del art. 10 de la Ley 24.769, 
la nueva Ley 27.430, subió las condiciones 
objetivas de punibilidad a “...pesos quinien-
tos mil ($500.000) por cada ejercicio anual 
en el caso de las obligaciones tributarias y la 
suma de cien mil pesos ($100.000) por cada 
mes, en el caso de los recursos de la seguri-
dad social...”. (v. fs. 152).

En función del principio de la ley penal 
más benigna, tal conducta quedaría por 
afuera de reproche penal, considerando que 
la misma no constituye delito.

En virtud de lo expuesto, dictó el sobre-
seimiento en la presente causa a favor de 
V. H. L. en razón de que la ley 27.430 mo-
dificatoria de la ley 24.769 —texto según 
ley 26.735—, en su título IX, concerniente 
al Régimen Penal Tributario, ha elevado el 
tope establecido como condición objetiva de 
punibilidad para el delito de simulación do-
losa de pago, en el caso por un monto total 
de pesos doscientos veinticinco mil uno con 
sesenta centavos ($225.001,60) mediante la 
incorporación de retenciones inexistentes 
en las declaraciones juradas Rectificativas 
Nº 1 del Impuesto al Valor Agregado de los 
meses de septiembre, octubre y noviembre 
del año 2013, las cuales fueron presentadas 
con fecha 26/08/2014, por aplicación de la 
nueva ley 27.430 (art. 10) y en los términos 
de los arts. 335 y 336 inc. 3º.

II. En contra de dicho pronunciamien-
to, el Fiscal Federal interpuso recurso de 
apelación con fecha 17 de octubre de 2018. 
(fs. 118/129).

Así, el Ministerio Público Fiscal expresó 
que conforme lo señalado por resolución 
PGN 18/2018 de fecha 21 de febrero de 2018, 
resulta conveniente volver a adoptar la ins-
trucción general impartida mediante reso-
lución PGN 5/2012, para la reciente reforma 
de la ley penal tributaria (Ley 27.430) toda 
vez que la misma tiene similares caracterís-
ticas a la modificación oportunamente rea-
lizada por la ley 26.735. Cita jurisprudencia. 
Hace reserva del caso federal.

III. Ya ante esta Alzada el señor Fiscal 
General con fecha 25/10/2018 informó se-
gún lo previsto por el art. 454 del CPPN 
(fs. 129/131 vta.).

El Fiscal General expresa que lo que 
constituye motivo de agravio es una cues-
tión esencialmente de naturaleza jurídica 
circunscripta a establecer la correcta in-
terpretación y aplicación en este caso con-
creto de lo dispuesto en los arts. 18 de la 
CN, art. 9º de la CADH, 2º del CP, 1º de la 
Ley 24.769 (modificado por la 27.430) y 336, 
inc. 3º del CPPN.

De modo que cómo se efectúe dicha in-
terpretación, dependerá en definitiva que 

nos encontremos ante un hecho punible o 
no punible.

El Fiscal General dejando a salvo su crite-
rio, manifiesta que siguiendo las instruccio-
nes impartidas por el Procurador General 
de la Nación interino en la resolución PGN 
18/2018 de fecha 21 de febrero de 2018, vie-
ne a solicitar la revocación de la resolución 
que dispone el sobreseimiento de la impu-
tada. Ello así, porque en la citada resolu-
ción se dispuso la conveniencia de volver 
a adoptar la instrucción general impartida 
mediante resolución PGN 5/2012, para la 
reciente reforma de la ley penal tributaria 
(Ley 27.430) toda vez que la misma tiene 
similares características a la modificación 
oportunamente realizada por la ley 26.735.

Así, refiere el Fiscal General que en aquel 
momento el entonces Procurador General 
entendió que la aplicación retroactiva de 
la ley penal más benigna a la que se tiene 
derecho en virtud de las disposiciones de 
los arts. 9º de la CADH y 15 del PIDCYP, no 
consiste en la aplicación mecánica o irre-
flexiva de cualquier ley posterior al hecho 
imputado por la sola razón de que ella be-
neficiaría al acusado en comparación con 
la ley vigente en el momento de la comisión 
del hecho sino que al contrario el sentido 
del principio es asegurar que las penas no 
se impongan o mantengan cuando la valo-
ración social que pudo haberlas justificado 
en el pasado ha cambiado, de modo que lo 
que antes era reprobable ahora no lo es, o 
no lo es tanto.

Entiende que resulta equivocada la deci-
sión del Juez Federal al ordenar el sobre-
seimiento del imputado V. H. L., fundada en 
que los hechos que se le atribuyen no encua-
dran en una figura penal conforme el art. 16 
de la CN, 9º de la CADH, 2º del CP, 1º de 
la Ley 24.769 modificada por leyes 26.735 y 
27.430 y 336, inc. 3º del CPPN, y, en conse-
cuencia, debe ser revocada (art. 12, incs. “a” 
y “h”, y concordantes de la Ley 27.148). Cita 
jurisprudencia. Hace reserva de Casación y 
del caso federal (fs. 165/167 vta.).

IV. Entrando a analizar la cuestión de 
fondo de acuerdo a la integración dispuesta 
a fs. 133, el orden de sorteo resultó ser: en 
primer lugar, la doctora Graciela S. Monte-
si, en segundo lugar, al doctor Ignacio Ma-
ría Vélez Funes y en tercer lugar el doctor 
Eduardo Ávalos.

La doctora Montesi dijo:

El recurso de autos puso en crisis la re-
solución de fecha 16 de octubre de 2018 
dictada por el Juez Federal de Villa María, 
mediante la cual se ordenó el sobreseimien-
to de V. H. L., en orden al hecho calificado 
provisoriamente como “Simulación dolosa 
de cancelación de obligaciones”, de acuerdo 
a lo establecido por los arts. 2º del CP y 336, 
inc. 3º del CPPN.

Cabe aclarar que esta Sala ha adoptado 
ya criterio en orden al asunto traído a estu-
dio en autos: “Finishment SA s/ infracción 
Ley 24.769 (Expte. Nº FCB 37.844/2014/
CA2)”, “P., L. P. s/ evasión simple tributaria 
(Expte. Nº FCB 16.636/2016/CA1); “N., R. A. 
(imputado) y otros s/ infracción Ley 24.769 
(Expte. Nº FCB 36.215/2013/CA1); “B., H. A. 
(sobreseído) s/ infracción Ley 24.769 (Expte. 
Nº FCB 703/2017/CA1)” entre otros, por lo 
que, siguiendo tal temperamento, adelanto 
que el recurso interpuesto no debe prosperar.

En dichos precedentes, se expuso que el 
día 29 de diciembre de 2017 fue publicada 
en el Boletín Oficial la ley 27.430, cuyo ar-
tículo 280 deroga la Ley 24.769, en tanto 
el artículo 279 dispone un nuevo Régimen 
Penal Tributario que, entre otras modifi-
caciones, eleva los montos previstos como 
condición objetiva de punibilidad previstos 
por la ley derogada.

Así, el tipo penal de “Simulación dolosa 
de cancelación de obligaciones” contem-
plado en el nuevo art. 10 de la Ley 27.430, 
enrostrado a la imputada, ha quedado des-
cripto de la siguiente manera: “Será repri-
mido con prisión de dos (2) a seis (6) años el 
que mediante registraciones o comproban-
tes falsos, declaraciones juradas engañosas 
o falsas o cualquier otro ardid o engaño, 
simulare la cancelación total o parcial de 
obligaciones tributarias o de recursos de la 
seguridad social nacional, provincial o de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires o deri-
vadas de la aplicación de sanciones pecu-
niarias, sean obligaciones propias o de ter-
ceros, siempre que el monto simulado supe-
rare la suma de quinientos mil ($500.000) 
por cada ejercicio anual en el caso de obli-
gaciones tributarias y sus sanciones, y la 
suma de cien mil pesos ($100.000) por cada 
mes, en el caso de recursos de la seguridad 
social y sus sanciones”.

Nos preguntamos así qué sucede si, como 
en el caso de autos, la ley vigente al momen-
to de comisión del hecho no se halla vigen-
te al momento del dictado del fallo por una 
modificación legislativa posterior, ya que 
nuestra Constitución Nacional en su artí-
culo 18 establece que la ley penal no puede 
ser aplicada retroactivamente, ya que im-
plicaría violar la garantía constitucional de 
que “ningún habitante de la Nación puede 
ser penado sin juicio previo fundado en ley 
anterior al hecho del proceso”. Es decir, 
que —como regla— la ley penal es irre-
troactiva y rige para el futuro.

El conflicto de la ley aplicable es resuel-
to por el art. 2º del Código Penal, al esta-
blecer una excepción a la regla general de 
irretroactividad, al disponer que: “si la ley 
vigente al tiempo de cometerse el delito fue-
re distinta de la que existía al pronunciarse 
el fallo en el tiempo intermedio, se aplicará 
siempre la más benigna”.

De esta manera, el Código Penal —me-
diante el citado art. 2º— autoriza la apli-
cación retroactiva de la ley penal más be-
nigna, siendo esta una garantía legal cuya 
aplicación procede de pleno derecho.

A su vez, a partir de la reforma constitu-
cional efectuada en el año 1994, la retroac-
tividad de la ley penal más benigna encuen-
tra fundamento en los tratados internacio-
nales incorporados con idéntica jerarquía 
(art. 75, inc. 22 de la CN). Concretamente, 
el art. 9º de la Convención Americana de 
Derechos Humanos establece en el parti-
cular que “Nadie puede ser condenado por 
acciones u omisiones que en el momento 
de cometerse no fueran delictivos según el 
derecho aplicable. Tampoco se puede impo-
ner pena más grave que la aplicable en el 
momento de la comisión del delito. Si con 
posterioridad a la comisión del delito la ley 
dispone la imposición de una pena más leve, 
el delincuente se beneficiará de ello.”

En el caso de autos, el Juez instructor, 
al momento de dictar sentencia, resolvió 
que al haber reducido la nueva norma el 
campo de ilicitud penal en materia tribu-
taria, constituyendo un régimen penal más 
benigno correspondía en virtud del prin-
cipio de excepción de la retroactividad de 
la ley penal más benigna, la aplicación de 
la nueva normativa, que entró en vigencia 
el 29 de diciembre de 2017. Ello por cuan-
to se imputa a V. H. L. el hecho calificado 
provisoriamente como simulación dolosa de 
cancelación de obligaciones, en relación al 
impuesto al Valor Agregado, por un monto 
de pesos doscientos veinticinco mil uno con 
sesenta centavos ($225.001,60) mediante la 
incorporación de retenciones inexistentes 
en las declaraciones juradas Rectificativas 
Nº 1 del Impuesto al Valor Agregado de los 
meses de septiembre, octubre y noviembre 
del año 2013 las cuales fueron presentadas 
con fecha 26/08/2014.
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EDICTOS

El Juzgado Nacional de Primera Instancia en 
lo Civil y Comercial Federal N° 10, secretaría 
N° 20, sito en Libertad 731 9° piso de esta 
ciudad, informa que FRANCISCO JAVIER 
JAVIER BENIGNO de nacionalidad domi-
nicana con DNI 95.450.303 ha iniciado los 
trámites tendientes a obtener la ciudadanía 
argentina. Por ello cualquier persona que tu-
viere conocimiento de algún acontecimiento 
que estimara podría obstar a dicha conce-
sión, deberá hacerlo saber a este Juzgado. 
Publíquese por dos días.

Buenos Aires, 11 de abril de 2019
Matías M. Abraham, sec.

LA LEY: I. 14/05/19 V. 15/05/19

El Juzgado Nacional de Primera Instancia en 
lo Civil y Comercial Federal N° 8, Secretaría 
N° 16, sito en Libertad 731, 7° piso de Capi-
tal Federal, hace saber que SIGCHA VIDAL 
LUIS EDUARDO nacido en Cuenca, Azuay, 
Ecuador, el 12 de noviembre de 1976, con 
DNI: 94.443.815 ha peticionado la concesión 
de la ciudadanía argentina, a fin de que los 
interesados hagan saber a este Juzgado las 
circunstancias que pudiesen obstar a dicho 
pedido. El presente deberá ser publicado por 
dos veces en un lapso de quince días en el 
diario “LA LEY”.

Buenos Aires, 9 de febrero de 2018
Sebastián Andrés Ferrero, sec.

LA LEY: I. 14/05/19 V. 14/05/19

El Juzgado Nacional de Primera Instancia en 
lo Civil y Comercial Federal Nº 10, secretaría 
Nº 19, sito en Libertad 731 9º piso de esta 
ciudad, informa que el/la Sr./a ROXIMAR 
RIVAS MARTINEZ de nacionalidad venezo-
lana con D.N.I. Nº 94.475.290 ha iniciado los 
trámites tendientes a obtener la ciudadanía 
argentina. Por ello cualquier persona que tu-
viere conocimiento de algún acontecimiento 
que estimara podría obstar a dicha conce-
sión, deberá hacerlo saber a este Juzgado. 
Publíquese por dos días.

Buenos Aires, 19 de octubre de 2017
Roberto Muzio, sec.

LA LEY: I. 13/05/19 V. 14/05/19

El Juzgado Nacional de Primera Instancia en 
lo Civil Nº 99, a cargo del Dr. Camilo Almeida 
Pons, Secretaría Única a cargo de la Dra. Li-
ana Mercedes Constenla, cita a ALBERTO 
FALCÓN a fin de que comparezca a estar a 
derecho. El presente edicto ha sido ordenado 
en los autos caratulados “FALCÓN ALBER-
TO s/ AUSENCIA CON PRESUNCIÓN DE 
FALLECIMIENTO”, Expdte. Nº 65450/2017, 
y deberá publicarse por un (1) día al mes du-
rante seis (6) meses en el Diario LA LEY.

Buenos Aires, 13 de diciembre de 2018
Liana Mercedes Constenla, sec.

LA LEY: I. 13/05/19 V. 13/05/19

El Juzgado Nacional de Primera Instancia en 

lo Civil y Comercial Federal Nº 8, Secretaría 
Nro. 15, sito en Libertad 731, 7º piso de Capital 
Federal, hace saber que a nombre: CLARIBEL 
JOSEFINA COLMENARES MONTIEL, nacida 
en Maracaibo -Zulia – Venezuela, el 12 de junio 
de 1979, con D.N.I. Nº 93.950.641, ha peticio-
nado la concesión de la ciudadanía argentina, 
a fin de que los interesados hagan saber a este 
Juzgado las circunstancias que pudiesen obstar 
a dicho pedido. El presente deberá ser publicado 
por dos veces en un lapso de quince días.

Buenos Aires, 1 de febrero de 2018
Felipe J. Cortés Funes, sec.

LA LEY: I. 09/05/19 V. 09/05/19

El Juzgado Nacional de Primera Instancia en 
lo Civil y Comercial Federal Nº 8, Secretaría 
Nº 16, sito en Libertad 731, 7º piso de Capi-
tal Federal, hace saber que SIGCHA VIDAL 
LUIS EDUARDO nacido en Cuenca, Azuay, 
Ecuador, el 12 de noviembre de 1976, con 
DNI: 94.443.815 ha peticionado la concesión 
de la ciudadanía argentina, a fin de que los 
interesados hagan saber a este Juzgado las 
circunstancias que pudiesen obstar a dicho 
pedido. El presente deberá ser publicado por 
dos veces en un lapso de quince días en el 
diario “LA LEY”.

Buenos Aires, 9 de febrero de 2018
Sebastián Andrés Ferrero, sec.

LA LEY: I. 07/05/19 V. 07/05/19

A su vez, resulta pertinente recordar 
que, ante una instrucción similar (PGN 
5/12) de la máxima autoridad del Ministe-
rio Público Fiscal en virtud del dictado de 
la ley 26.735 —que modificó la ley 24.769—, 
los fiscales inferiores interpusieron en su 
momento numerosos recursos que fueron 
rechazados por la Cámara Federal de Casa-
ción Penal, así como posteriormente fueron 
rechazados los recursos extraordinarios o 
quejas por parte de la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación.

Así, con fecha 18/02/2014 en autos: “Soler, 
Diego s/ recurso de casación”, S.765.XLVIII, 
la Corte resolvió desestimar el recurso inter-
puesto por el Ministerio Fiscal con la sola in-
vocación del artículo 280 del Cód. Proc. Civ. 
y Com. de la Nación. Dicho artículo establece 
que la Corte, según su sana discreción, y con 
la sola invocación de dicha norma puede re-
chazar el recurso extraordinario, por falta de 
agravio federal suficiente o cuando las cues-
tiones planteadas resultaren insustanciales o 
carentes de trascendencia. Desde esa fecha 

y hasta la actualidad, la Corte Suprema se 
ha pronunciado en numerosos casos en igual 
sentido, por lo que la Procuración General de 
la Nación a los efectos de evitar dispendios 
jurisdiccionales resolvió dejar sin efecto la 
instrucción 5/2012.

No obstante ello, con fecha 21/02/2018 
se dictó la Resolución PGN Nº 18/2018, 
que —como dije anteriormente— plan-
tea una situación similar a la Resolución 
5/2012, por lo que ante esta particular si-
tuación y a los fines de evitar un desgaste 
jurisdiccional innecesario, considero que 
siguiendo el criterio expuesto de esta Al-
zada debe confirmarse la resolución ape-
lada, ya que el legislador lo que ha tenido 
en miras es la desincriminación de deter-
minadas conductas que hasta la sanción 
de la mencionada ley constituían un delito 
penal.

Por ello, corresponde confirmar la reso-
lución dictada con fecha 16 de octubre de 
2018, por el Juez Federal de Villa María, 
en cuanto dispuso sobreseer al encartado 
V. H. L., en orden al hecho calificado pro-
visoriamente como simulación dolosa de 
cancelación de obligaciones, en relación al 
Impuesto al Valor Agregado, correspon-
diente a los meses de septiembre, octubre 
y noviembre del año 2013, por la suma de 
pesos doscientos veinticinco mil uno con 
sesenta centavos ($225.001,60) mediante la 
incorporación de retenciones inexistentes 
en las declaraciones juradas Rectificativas 
del Impuesto al Valor Agregado, las cuales 
fueron presentadas con fecha 26/08/2014 
(conf. arts. 279 y 280 de la ley 27.430), de 
acuerdo a lo establecido por los arts. 335 y 

336, inc. 3º del CPPN, con la expresa men-
ción que el presente proceso no afecta el 
buen nombre y honor del que hubieran go-
zado los imputados. Sin Costas (arts. 530 y 
531, CPPN). Así voto.

El doctor Vélez Funes dijo:

Compartiendo en un todo el criterio sos-
tenido por la señora juez preopinante, voto 
en igual sentido. Así voto.

El doctor Ávalos dijo:

Comparto el criterio exteriorizado por la 
señora juez del primer voto, me expido en 
igual sentido. Así voto.

Se resuelve: I. Confirmar la resolución 
de fecha 16 de octubre de 2018 dictada por 
el Juez Federal de Villa María, en cuanto 
dispuso sobreseer a V. H. L. (DNI Nº ...), 
en orden al delito de Simulación dolosa de 
cancelación de obligaciones en relación al 
Impuesto al Valor Agregado, correspon-
diente a los meses septiembre, octubre 
y noviembre del año 2013, por la suma de 
$225.001,60, por aplicación de la nueva 
ley 27.430 (art. 10) y en los términos de los 
arts. 335 y 336, inc. 3 del CPPN al no supe-
rar el monto establecido por la citada ley, 
con la declaración que el presente proceso 
no afecta el buen nombre y honor del que 
hubiere gozado el imputado (conf. Art. 18 
de la CN, art. 9º de la CADH, art. 2º del CP, 
arts. 279 y 280 de la ley 27.430). II. Sin Cos-
tas (arts. 530 y 531, CPPN). III. Regístrese y 
hágase saber. Cumplimentado, publíquese 
y bajen. — Graciela Montesi. — Ignacio Vélez 
Funes. — Eduardo Ávalos.


